
Popayán, septiembre 14 de 2020  

 

Señores:  

JUZGADO DE REPARTO  

Popayán Cauca  

E. S. D. 

REF.:                       ACCIÓN DE TUTELA  

Accionante:            YUDI MARINA MAMIAN GUZMAN 

Accionados:           INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR   

                               COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

 

YUDI MARINA MAMIAN GUZMAN, mayor y vecina de Popayán, identificada con la cédula de 

ciudadanía número 1.061.707.065, actuando nombre propio en ejercicio del artículo 86 de la 

Constitución Política, y de conformidad con los Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1386 de 

2000 interpongo ante su despacho la presente Acción de Tutela, con el fin de que se protejan mis 

derechos fundamentales como son el debido proceso, mi estabilidad laboral relativa, teniendo en 

cuenta que soy un sujeto de especial protección (madre cabeza de hogar y desplazada), como 

solicitando se dé mi reintegro en un cargo similar o de iguales características, y el acceso a cargos 

públicos. Para fundamentar esta acción constitucional me he apoyado en la Sentencia T373 de 

2017 de la Corte Constitucional, en el cuerpo del fallo de tutela de segunda instancia del Tribunal 

Contencioso Administrativo del Valle del Cauca con radicado No 20190023401, AUTO 

INTERLOCUTORIO No. 285 del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Popayán del 15 de 

abril de 2020 a nombre de la demandante ANGELA CECILIA ASTUDILLO MONTENEGRO, 

Sentencia de Tutela No. 029 del Proceso No. 19001-31-85-002-2020-00024-00 del 17 de junio 

2020 presentada por OLGA LUCIA CHAVARRIA ARBOLEDA, por considerar que se presentan 

similares condiciones fácticas y se propende por la garantía de iguales derechos fundamentales, 

en esa medida me permito relacionar los siguientes: 

l. HECHOS 

l. Mi relación laboral en el ICBF comenzó desde el 19 de octubre de 2009, tal como consta en el 

acta de posesión No 011 firmada por la Directora Regional y la suscrita, tomando posesión del 

empleo de SECRETARIA, Código 4178, Grado 10, de la planta global del ICBF, asignada a la 

Regional Cauca, empleo que desempeñaría en el Grupo Jurídico, para el cual fue nombrada con 

carácter de provisionalidad con resolución 4435 del 09 de octubre de 2019, cargo que desempeñe 

hasta el 10 de septiembre de 2013, a razón que me fue notificado de igual forma la terminación 

del nombramiento. 

2. Establecí nuevamente una relación laboral con el ICBF a partir del 31 de octubre de 2013, a 

razón que me fui nombrada nuevamente con carácter de provisionalidad y tome posesión bajo 

acta No 181 del cargo de AUXILIAR ADMINSITRATIVO, Código 4044, Grado 11, de la planta 

global del ICBF, asignada a la Regional Cauca, empleo de carrera administrativa que 

desempeñaría con carácter Provisional en el Grupo Jurídico, para el cual fue nombrada mediante 

resolución 9176 del 10 de octubre de 2013. 

Los dos cargos con los que mantuve relación laboral con el ICBF durante 10 años 11 meses, me 

permitieron realizar varias cosas; de las más importantes poder dar a mi hijo y a mi familia un 

sustento, ya que soy madre cabeza de familia, y somos víctimas por desplazamiento forzado tal 

como consta en certificado anexo, continuar con mis estudios, ser profesional especializada, de 

lo cual la experiencia adquirida en todo lo que a lo largo de este tiempo realice, ya que no solo 

fueron las funciones que me delegaban los cargos que ocupe, sino todas las demás funciones de 

cargos de profesional universitario y que me fueron asignadas, siempre con la mejor aptitud, 

respeto, responsabilidad y disposición, aunque estas nunca hubieran sido tenidas en cuenta en 

las certificaciones laborales que solicite y que fue uno de los puntos negativos que ante el cargo 

que me presente para optar por una de las tres (03) vacantes del empleo identificado con el 

código OPEC No 35871, Nivel: Técnico, denominación Técnico Administrativo, Grado 11, Código 

3124 de la convocatoria 433 de 2016 me bajara puntuación, siendo que siempre me certificaron 

como auxiliar administrativo, se anexa certificación laboral. 

Mediante correo electrónico enviado por la señora Olga Milena Garzon Corredor 

<Olga.Garzon@icbf.gov.co> el pasado 5 de agosto me fue notificado por instrucción del Director 



de Gestión Humana doctor JHON FERNANDO GUZMAN OPARELA, oficio de comunicación y 

Resolución No. 3668 del 1 de junio de 2020, por la cual ponen a mi conocimiento por primera vez 

que ha sido terminado el nombramiento provisional del cargo que ostentaba desde el 31 de 

octubre de 2013, tal como consta en documento acta de posesión firmada por el director regional 

y la suscrita, por las razones expuestas en la parte considerativa de la citada Resolución, en la 

que me dice a su vez que la fecha de efectividad de la terminación del nombramiento provisional 

será a partir de la fecha en que tome posesión la persona nombrada en Periodo de Prueba en la 

citada Resolución, y que de acuerdo con lo señalado, la Dirección de Gestión Humana me 

informará por escrito, para todos los efectos legales la fecha de efectividad de la terminación de 

mi nombramiento provisional. la terminación del nombramiento provisional que venía ejerciendo. 

Una vez conociendo lo comunicado procedí a remitir mediante correo al Director de Gestión 

Humana doctor JHON FERNANDO GUZMAN OPARELA un derecho de petición en el que le 

solicitaba se me allegara una relación pormenorizada de la cantidad exacta de empleos en la 

planta de personal de carácter permanente del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR “CECILIA DE LA FUENTE DE LLERAS”, denominados con el cargo Técnico 

Administrativo, Código 3124, Grado 11, creados mediante decreto 1479 del 04 de septiembre de 

2017, el cual fue emitido por el Departamento Administrativo de la Prosperidad Social, así mismo 

las ciudades o lugares donde se encuentran disponibles dichos cargos. En razón a la solicitud 

que antecede para que se procediera a mi nombramiento en una de las vacantes creadas con 

posterioridad a la aprobación de la lista de elegibles de conformidad con los establecido por la 

CNCS, con el fin de evitar un perjuicio irremediable y amparada en un derecho constitucional. 

Lo anterior debido al derecho que me asiste como participante y posterior miembro de la lista de 

elegibles generada dentro del concurso de méritos No 433 de 2016 del INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, Nivel: Técnico, denominación Técnico 

Administrativo, Grado 11, Código 3124 y empleo identificado con el Código OPEC No. 35871, 

adelantado por la Comisión Nacional del Servicio Civil, expresando a su vez a él, que en virtud 

de la misma convocatoria el pasado 05 de agosto de 2020, me había sido remitida mediante 

correo electrónico la notificación de terminación del cargo de provisionalidad que actualmente 

desempeñaba en la misma Entidad, como AUXILIAR ADMINISTRATIVO CODIGO 4044 GRADO 

11 y del cual hasta la fecha no se me dio respuesta alguna, tal como consta en evidencia anexa. 

Donde el pasado 27 de agosto nuevamente por medio de correo electrónico de la señora Olga 

Milena Garzon Corredor, y por instrucción del Director de Gestión Humana y de conformidad con 

lo manifestado en el oficio adjunto como anexo, me comunico que la fecha de efectividad de la 

terminación del Nombramiento Provisional seria a partir del 01 de septiembre 2020, en razón a 

que en esta fecha tomará posesión en Periodo de Prueba el(la) señor(a) JENNY ROJAS PEREZ. 

Donde expresa que deberé de hacer entrega de los asuntos y bienes a mi cargo, así como hacer 

la devolución del carné del ICBF y hacer entrega del formato Entrega de Cargo o Finalización del 

Contrato de Prestación de Servicios v1 (P30.GTH), a la vez que beberé de dar cumplimiento a 

los demás aspectos señalados en el procedimiento para la entrega de cargo. 

3. La Sentencia T373 de 2017 de la Corte Constitucional, establece que los funcionarios públicos 

que desempeñan en provisionalidad un cargo de carrera cuentan con una estabilidad relativa, lo 

cual obliga que el acto administrativo que desvincule al funcionario debe estar debidamente 

motivado, de tal manera que contenga las razones de dicha desvinculación, constituyéndose el 

derecho fundamental del debido proceso y del principio de publicidad. Igualmente, en la 

mencionada sentencia la Corte ordena que cuando exista un sujeto de especial protección 

(madres o padres cabeza de familia, limitados físicos, psíquicos o sensoriales y prepensionados), 

ocupando un cargo de carrera en provisionalidad, el nominador deberá actuar con cuidado 

evitando acciones tendientes a no lesionar los derechos de los sujetos de  especial protección y 

en caso de no hacerlo, la madre o padre cabeza de familia deberá ser vinculado de nuevo en 

provisionalidad en un cargo similar al que venía ocupando. Por lo tanto recurro a usted para que 

se examine si el acto administrativo está debidamente motivado o en caso contrario podrá iniciar 

una acción de nulidad y restablecimiento del derecho en contra del mismo, esta acción le permitirá 

el reintegro, no obstante, teniendo en cuenta que gozo de especial protección ya que soy madre 

cabeza de hogar y desplazada, y por tanto solicito se me respeten mis derechos fundamentales 

presentando una Acción de Tutela, toda vez que hago parte de un grupo de población vulnerable, 

tal como lo ha indicado la Corte en la Sentencia en mención: 

“No obstante, la Corte Constitucional ha admitido la procedencia excepcional de la tutela para 

solicitar el reintegro de servidores públicos a los cargos de los que han sido desvinculados, 

cuando en el caso concreto se advierte la vulneración de un derecho fundamental y se evidencia 

la ocurrencia de un perjuicio irremediable, toda vez que en estos eventos la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho no proporciona una protección eficaz y adecuada a los derechos 

amenazados o vulnerados.”  



“Si bien estas personas no tienen un derecho a permanecer de manera indefinida en el cargo, 

pues este debe proveerse por medio de un concurso de méritos, sí debe otorgárseles un trato 

preferencial como acción afirmativa, antes de efectuar el nombramiento de quienes ocuparon los 

primeros puestos en la lista de elegibles del respectivo concurso de méritos, con el fin de 

garantizar el goce efectivo de sus derechos fundamentales. Ello en virtud de los mandatos 

contenidos en los incisos 2º y 3º del artículo 13 Superior, relativos a la adopción de medidas de 

protección a favor de grupos vulnerables y personas en condición de debilidad manifiesta, y en 

las cláusulas constitucionales que consagran una protección reforzada para ciertos grupos 

sociales, tales como las madres cabeza de familia (art. 43 CP), los niños (art. 44 CP), las personas 

de la tercera edad (art. 46 CP) y las personas con discapacidad (art. 47 CP).”  

“En conclusión, siguiendo lo indicado por la Sala Plena de esta Corporación en la sentencia de 

unificación de jurisprudencia SU-446 de 2011, cuando con fundamento en el principio del mérito 

(art. 125 C.P.) surja en cabeza del nominador la obligación de nombrar de la lista de elegibles a 

quien superó las etapas del concurso, en un cargo de carrera ocupado en provisionalidad por un 

sujeto de especial protección como los padres o madres cabeza de familia, limitados físicos, 

psíquicos o sensoriales y prepensionados, en aplicación de medidas afirmativas dispuestas en la 

constitución (art. 13 numeral 3º), y en la materialización del principio de solidaridad social (art. 95 

ibídem), se debe proceder con especial cuidado previendo dispositivos tendientes a no lesionar 

sus derechos y en caso de no adoptarse tales medidas, de ser posible, han de ser vinculados de 

nuevo en provisionalidad en un cargo similar o equivalente al que venían ocupando, de existir la 

vacante, siempre y cuando demuestren una de esas condiciones, tanto para la época de su 

desvinculación, como en el momento del posible nombramiento.” 

3. Mediante acuerdo No 20161000001 del O5 de septiembre de 2016 la Comisión Nacional del 

Servicio Civil (en adelante CNSC) convocó a concurso abierto de méritos para proveer 

definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera 

Administrativa de la planta de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (en 

adelante ICBF), en su momento me inscribí para optar por una de las tres (03) vacantes del 

empleo identificado con el código OPEC No 35871, Nivel: Técnico, denominación Técnico 

Administrativo, Grado 11, Código 3124. 

3. La CNSC mediante Resolución No 20182020063425 del 22 de junio de 2018 conformó la lista 

de elegibles, quedando la suscrita en el sexto lugar. Dicha resolución quedo en firma el día 10 de 

julio de 2018 y conforme el artículo 64 del Acuerdo 20161000001376 de 2016 tiene una vigencia 

de dos años. 

3. Mediante Resolución No 9452 del 26 de julio de 2018 el ICBF nombró en periodo de prueba a 

quienes habían quedado en los primeros tres lugares de la lista de elegibles.  

4. El 22 de noviembre de 2018 la CNSC expidió la Resolución No CNSC - 20182230156785 que 

revoca el artículo 4 de los actos administrativos que contienen las listas de elegibles proferidas 

con ocasión de la convocatoria No 443 de 2016 que señalaban: 

"Una vez agotadas las listas de elegibles para cada ubicación geográfica de un mismo empleo, 

se consolidará la lista general que será usada en estricto orden de mérito para proveer las 

vacantes que no se puedan cubrir con la lista territorial previa realización de una audiencia de 

escogencia de plaza de conformidad con el procedimiento establecido en la Resolución 3265 de 

2010. Así mismo, dichas listas serán utilizadas para proveer las nuevas vacantes que surjan 

durante la vigencia en los mismos empleos convocados." 

4. Lo anterior impidió que el ICBF pudiese usar la lista de elegibles contenida en la resolución No 

20182020064285 del 22 de junio de 2018 en la cual me encontraba en turno de opción ante el 

nombramiento de quienes ocuparon los primeros tres lugares. 

5.  De otro lado, el Gobierno Nacional expidió el decreto 1479 de 2017 "Por el cual se suprime la 

planta de personal de carácter temporal y se modifica la planta de personal de carácter 

permanente del ICBF”, creando quinientos noventa y uno (591) cargos de carácter permanente 

cuya denominación era de Profesional Especializado Código 2028, Grado 17 iguales a los que 

opte en la convocatoria 433 de 2016; además el acto administrativo determinó que dichos cargos 

debían proveerse siguiendo el procedimiento establecido en la ley 909 de 2004. 

6.  El 27 de junio de 2019 se expidió la Ley 1960 que modificó la Ley 909 de 2004 y el Decreto 

1567 de 1998 cuyo artículo 6 establece: "El numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, 

quedará así: "Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la 

entidad contratada/ por delegación de aquella/ elaborará en estricto orden de mérito la lista de 

elegibles que tendrá vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se cubrirán 

las vacantes definitivas de cargos equivalente no convocados, que surjan con posterioridad a la 

convocatoria del concurso en la misma Entidad'. 



7.  El 1° de agosto de 2019 la CNSC aprobó y expidió "Criterio Unificado sobre las listas de 

elegibles en el contexto de la Ley 1960 del 27 de junio de 2019", donde adopto: "Las listas de 

elegibles expedidas y que se vayan a expedir con ocasión de los acuerdos de convocatoria 

aprobados antes del 27 de junio de 2019, fecha de promulgación de la Ley 1960, deben ser 

utilizadas para las vacantes ofertadas en tales acuerdos de convocatoria. De otra parte, los 

procesos de selección cuyos acuerdos de convocatoria fueron aprobados con posterioridad a la 

ley 1960 d 2019, serán gobernados en todas sus etapas por la mencionada ley, incluidas las 

reglas previstas para las listas de elegibles. 

En consecuencia, el nuevo régimen conforme con el cual las listas de elegibles pueden ser 

utilizadas para proveer empleos equivalentes en la misma entidad únicamente es aplicable a las 

listas expedidas para los procesos de selección que fueron aprobados con posterioridad al 27 de 

junio y por esta razón cobijados por la ley ampliamente mencionada”. 

8. Para mi caso, Andrés Felipe Moncayo, Carmen Cecilia Rivera Torres y Deicy Torres Galindez, 

las tres personas primeras en la lista, fueron nombradas y posesionadas en los cargos ofertados 

en la OPEC 35871,  no obstante, como la CNSC revocó el artículo cuarto de cada una de las 

1187 listas de elegibles expedidas con ocasión de la Convocatoria 433 de 2016, a la fecha no 

cuento con posibilidad real de acceder a un cargo público ofertado por el ICBF en el citado 

concurso de méritos, dado que las únicas tres vacantes que se ofertaron en la OPEC 35871, 

Nivel: Técnico, denominación Técnico Administrativo, Grado 11, Código 3124, están ocupadas 

por las personas antes mencionadas, y según la directriz arriba transcrita, dicha lista de elegibles 

de la que hago parte no podrá ser tenida en cuenta ya que fue expedida por un proceso de 

selección que se adelantó con anterioridad a la expedición de la Ley 1960 de 2019, pese a que 

el artículo 7 de la Ley 1960 de 2019, precisa que dicha ley rige a partir de la fecha de su 

publicación, por lo que tanto el ICBF como la CNSC deben acatar lo preceptuado por ella, y 

proveer las vacantes creadas por el Decreto 1749 de 2017 con las listas de elegibles expedidas 

en razón de la Convocatoria 433 de 2016, que para el caso en concreto cuenta con vigencia hasta 

el 10 de julio de 2020, acción que me inquieta mucho a razón, que en el pasado mes de agosto 

del año en curso fue publicada en la intranet la resolución por la cual se da el nombramiento a la 

señora ALBANY ZABEIDA ROMO FUERTES quien ocupaba el puesto No. 4 en la lista de 

legibles; además que conozco que el funcionario y excompañero Andrés Felipe Moncayo 

presento su renuncia al cargo a razón que obtuvo una mejor opción laboral en otra de las 

convocatorias a las que se presentó. 

9.Antes de acudir a la presente acción constitucional he solicitado a través de derecho de petición 

a las partes accionadas, las garantías de mis derechos fundamentales y la viabilidad del 

nombramiento y posesión al cargo que opte dentro de la Convocatoria 433 de 2016. Sin obtener 

respuesta que garanticen un debido proceso. 

10. Señor Juez, el ICBF como la CNSC no tiene en cuenta que las listas de elegibles que 

quedaron en firme en el año 2018, para el caso en concreto el 10 de julio de 2018. Es así como 

no tengo ninguna garantía por parte de las entidades accionadas frente al debido proceso, es 

más, considero que las acciones que se adelantan estarán por fuera de la vigencia de la lista de 

elegibles, en la cual ocupo el quinto lugar una vez vinculadas las personas que ocuparon las 

vacantes ofertadas, como la que estaba ocupando el puesto 4 de la lista y en esa medida no hay 

igualdad de trato, se me vulnera el derecho al trabajo y al acceso a un cargo público para el cual 

he hecho los méritos suficientes. 

II. DERECHOS VIOLADOS 

Debido Proceso, estabilidad laboral relativa, trabajo y acceso a cargos públicos 

III. PRETENSIONES 

Con relación a los hechos narrados anteriormente, solicitó la protección de los derechos a Debido 

Proceso, estabilidad laboral relativa, trabajo y acceso a cargos públicos, en consecuencia, se 

ordene a la CNSC y al ICBF que en el término de 48 horas siguientes al fallo de tutela, realicen 

los trámites administrativos pertinentes para que se dé cumplimiento a lo ordenado en los 

artículos 6° y 7° de la ley 1960 de 2019 y en consecuencia se autorice y use la lista de elegibles 

Resolución No 20182020063425 del 22 de junio de 2018  "Por la cual se conforma la lista de 

elegibles para proveer tres ( 3) vacantes del empleo con el Código OPEC No 35871, Nivel: 

Técnico, denominación Técnico Administrativo, Grado 11, Código 3124. Del Sistema General de 

Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria No 433 de 

2016 - ICBF" para que me nombre y posesionen en una de las quinientas noventa y una vacantes 

definitivas que fueron creadas por el Decreto 1479 de 2017, y evitar un perjuicio irremediable. 

 



IV. ELEMENTOS PROBATORIOS 

Téngase como pruebas señor Juez las siguientes: 

l. Sentencia T373 de 2017 de la Corte Constitucional, obtenida de 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-373-17.htm 

2.Copia del fallo de tutela de segunda instancia del Tribunal Contencioso Administrativo del Valle 
del Cauca del 18 de noviembre de 2019, accionante Jessica Lorena Reyes Contreras, radicado 
76001333302120190023401, AUTO INTERLOCUTORIO No. 285 del Juzgado Segundo Laboral 
del Circuito de Popayán del 15 de abril de 2020 a nombre de la demandante ANGELA CECILIA 
ASTUDILLO MONTENEGRO, Sentencia de Tutela No. 029 del Proceso No. 19001-31-85-002-
2020-00024-00 del 17 de junio 2020 presentada por OLGA LUCIA CHAVARRIA ARBOLEDA. 
 
3. Copia de la petición presentada ante la Dirección de Gestión Humana del ICBF el día 06 de 

agosto del 2020, Copia de la cédula de ciudadanía. 

4. Copia de la Resolución No. CNSC-20182020063425 del 22 de junio de 2018 "Por medio de la 

cual se conforma la lista de elegibles para proveer tres (3) vacantes del empleo con el Código 

OPEC No 35871, Nivel: Técnico, denominación Técnico Administrativo, Grado 11, Código 3124. 

Del Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 

Convocatoria No 433 de 2016 - ICBF" 

5. Notificación de terminación nombramiento provisional con copia de la resolución 3868 del 01 

de junio de 2020. 

6. Decreto Número 1479 del 2017 "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter 

temporal y se modifica la planta de personal de carácter permanente del Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar "Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones." 

7. Copia de la Resolución No 9452 del 26 de julio de 2018 donde el ICBF nombró en periodo de 

prueba a quienes habían quedado en los primeros tres lugares de la lista de elegibles. 

8. Copia del Acuerdo No CNSC - 20161000001376 del 05 de septiembre de 2016 "Por el cual se 

convoca a concurso abierto de méritos para proveer definitivamente los empleos vacantes 

pertenecientes al Sistema General de carrera Administrativa de la planta de personal del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria No 433 de 2016 - ICBF." 

9. Copia de capturas de pantalla de los correos recibidos por la señora Olga Milena Garzon 

Corredor y el correo enviado de mi parte al Doctor JHON FERNANDO GUZMAN OPARELA: 

Director de Gestión Humana. 

V. ANEXOS 

- Certificación que acredita que soy víctima de desplazamiento forzado, Registro civil de mi hijo 

quien es menor de edad y soporte de afiliación a la caja de compensación como madre cabeza 

de familia y que tengo a cargo a mí hijo.  

- Certificación laboral, Resoluciones de nombramiento, Actas de Posesión. 

VI. JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento me permito manifestarle que por los mismos hechos y derechos 

no he presentado acción de tutela ante ningún otro despacho judicial. 

VII. NOTIFICACIÓN 

A los accionados:  

- ICBF en el correo electrónico Tutelas@Icbf.gov.co 

-CNSC en el correo electrónico notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

su respuesta y demás notificaciones podrán hacerse en mi dirección electrónica 

yudisitaguzman@gmail.com, de conformidad con el artículo 291 literal quinto, del código General 

del Proceso. 

Atentamente 

 
YUDI MARINA MAMIAN GUZMAN 
CC 1.061.707.065  
Celular:3127353484 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-373-17.htm
mailto:Tutelas@Icbf.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
mailto:yudisitaguzman@gmail.com


Sentencia T-373/17  

 

 

DESVINCULACION EN CARGO DE CARRERA EN 

PROVISIONALIDAD-Procedencia de tutela cuando afecta 

derechos fundamentales 

La Corte Constitucional ha admitido la procedencia excepcional de la 

tutela para solicitar el reintegro de servidores públicos a los cargos de 

los que han sido desvinculados, cuando en el caso concreto se advierte 

la vulneración de un derecho fundamental y se evidencia la ocurrencia 

de un perjuicio irremediable, toda vez que en estos eventos la acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho no proporciona una protección 

eficaz y adecuada a los derechos amenazados o vulnerados. 

EMPLEADO NOMBRADO EN PROVISIONALIDAD EN 

CARGO DE CARRERA ADMINISTRATIVA-Goza de 

estabilidad intermedia 

Los funcionarios públicos que desempeñan en provisionalidad cargos de 

carrera, gozan de una estabilidad laboral relativa o intermedia, que 

implica, sin embargo, que el acto administrativo por medio del cual se 

efectúe su desvinculación debe estar motivado, es decir, debe contener 

las razones de la decisión, lo cual constituye una garantía mínima 

derivada, entre otros, del derecho fundamental al debido proceso y del 

principio de publicidad.  

PROVISION DE CARGOS DE LA LISTA DE ELEGIBLES 

PREVIO CONCURSO DE MERITOS Y LA PROTECCION 

ESPECIAL DE LAS PERSONAS EN SITUACION DE 

DISCAPACIDAD, MADRES Y PADRES CABEZA DE 

FAMILIA Y PREPENSIONADOS-Reiteración de jurisprudencia 

Cuando con fundamento en el principio del mérito surja en cabeza del 

nominador la obligación de nombrar de la lista de elegibles a quien 

superó las etapas del concurso, en un cargo de carrera ocupado en 

provisionalidad por un sujeto de especial protección como los padres o 

madres cabeza de familia, limitados físicos, psíquicos o sensoriales y 

prepensionados, en aplicación de medidas afirmativas dispuestas en la 

constitución, y en la materialización del principio de solidaridad social, 

se debe proceder con especial cuidado previendo dispositivos tendientes 

a no lesionar sus derechos y en caso de no adoptarse tales medidas, de 

ser posible, han de ser vinculados de nuevo en provisionalidad en un 

cargo similar o equivalente  al que venían ocupando, de existir la 

vacante, siempre y cuando demuestren una de esas condiciones, tanto 

para la época de su desvinculación, como en el momento del posible 

nombramiento.  
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MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE 

DECLARAN LA INSUBSISTENCIA DE LOS 

NOMBRAMIENTOS EN PROVISIONALIDAD EN CARGOS 

DE CARRERA 

ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA RESPECTO DE 

PERSONAS CON CANCER-Protección constitucional especial 

ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA RESPECTO DE 

PERSONAS CON CANCER-Orden a municipio vincular a la 

accionante en forma provisional, en un cargo de igual rango y 

remuneración al que ocupaba como docente  

Una entidad vulnera los derechos fundamentales a la salud y vida digna de 

un sujeto de especial protección que ocupa un cargo de carrera en 

provisionalidad, cuando con fundamento en el principio del mérito nombra 

de la lista de elegibles a quien superó las etapas del concurso, sin antes 

adoptar medidas afirmativas dispuestas en la Constitución y que materialicen 

el principio de solidaridad social, relativas a su reubicación en un cargo 

similar o equivalente  al que venía ocupando, siempre y cuando se encuentre 

vacante. 

 

 

Referencia: Expediente T-6.029.419. 

      

Acción de tutela instaurada por Aura 

Milena Rodríguez Montaño contra el 

municipio de Tumaco - Secretaría de 

Educación. 

 

Magistrada Ponente:  

CRISTINA PARDO SCHLESINGER 

 

 

Bogotá D.C., ocho (8) de junio de dos mil diecisiete (2017). 

 

 

La Sala Séptima de Revisión de Tutelas de la Corte Constitucional, 

conformada por los magistrados Cristina Pardo Schlesinger -quien la preside-, 

Alberto Rojas Ríos y Diana Fajardo Rivera, en ejercicio de sus competencias 

constitucionales y legales, y específicamente las previstas en los artículos 86 y 

241 numeral 9° de la Constitución Política, ha proferido la siguiente: 

 

SENTENCIA 

 

En la revisión del fallo dictado el 16 de junio de 2016 por el Juzgado Segundo 

Civil Municipal de Tumaco, que negó la protección de los derechos 

fundamentales a la salud, al libre desarrollo de la personalidad, vida digna, 

igualdad, mínimo vital, estabilidad laboral reforzada y derecho de los niños, 

dentro de la acción de tutela de la referencia.  
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I. ANTECEDENTES 

 

1. Hechos   

 

1.1. La señora Aura Milena Rodríguez Montaño, quien es administradora de 

empresas, fue nombrada en provisionalidad mediante Decreto 0617 del 19 de 

noviembre de 2013 en el cargo de “Docente de Aula”, Código  9001, Grado 

2A, en la Institución Educativa Buchell – Primaria del municipio de Tumaco - 

Nariño. 

 

1.2. El 10 de abril de 2014 le fue diagnosticado cáncer de mama. 

 

1.3. Mediante Resolución No. 1400 del 12 de mayo de 2016 el municipio de 

Tumaco - Secretaría de Educación Municipal, dio por terminada la 

vinculación provisional de la señora Rodríguez Montaño. 

 

1.4. Aduce la accionante que debido a la enfermedad que padece sufre 

afectaciones tanto físicas como emocionales; y, que por ser el cáncer de alto 

costo no posee los recursos económicos para sufragar de manera particular la 

atención médica que requiere para recuperarse de su enfermedad.1 

 

1.5. La tutelante manifiesta que debido a su grave estado de salud no tiene 

ninguna opción de trabajo en otro escenario, que es madre cabeza de familia 

de 3 hijos, 2 menores de edad y una estudiante de 22 años y que todos 

dependen económicamente de ella.  

 

1.6. Concluye que la desvinculación al cargo que venía desempeñando como 

docente impide que continúe recibiendo la atención médica indispensable 

para gozar de salud plena y de una vida digna.    

 

2. Respuesta del municipio de Tumaco 

 

Mediante escrito presentado el 8 de junio de 2016, el municipio de Tumaco 

solicita que se niegue por improcedente la acción de tutela. En su fundamento 

presenta las siguientes razones:  

 

2.1. Primera, porque la accionante desempeñaba el cargo de docente en 

provisionalidad, esto es, en forma temporal, en reemplazo de la docente Hilsa 

Natividad Armero Molano, la cual fue comisionada como Directora del 

Centro Educativo de Bellavista en zona rural de Tumaco.  

 

2.2. Segunda, toda vez que se culminaron las etapas del concurso de méritos 

realizado por la Comisión Nacional del Servicio Civil para proveer los cargos 

                                                           
1 Consta en el expediente que la accionante presentó acción de tutela en contra de la EPS 

COSMITET LTDA. Para que le fueran tutelados sus derechos fundamentales a la salud, vida, 

diagnóstico y seguridad social, providencia que ordenó a dicha EPS que le suministrara a la 

tutelante y un acompañante, los gastos de transporte vía aérea, estadía y alimentación a la ciudad de 

Cali, con el fin de que asista a la intervención quirúrgica que debía realizársele. 
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que se encontraban en provisionalidad, que se surtieron en los términos del 

Acuerdo No. 0291 del 2 de octubre de 2012 y la Convocatoria 247 de 2012 

“Por el cual se convoca concurso abierto de méritos para proveer los 

empleos vacantes de etnoeducadores, directivos docentes y docentes que 

prestan su servicio educativo a población afrocolombiana, negra, raizal y 

palenquera en establecimientos educativos oficiales de la entidad territorial 

certificada en educación municipio San Andrés de Tumaco.” Asimismo, 

indica que se ofertaron 455 plazas provisionales en la zona rural y 153 en la 

zona urbana; que estas plazas se encuentran al día de hoy para ser ocupadas 

en periodo de prueba por quienes culminaron todas las etapas del concurso, 

los cuales están en lista de elegibles, la que a su vez tiene aspirantes en lista 

de espera para cuando exista oportunidad de nuevas vacantes. 

 

2.3. Tercera, por cuanto de conformidad con la normativa, el cargo docente 

que ostentaba la accionante fue ocupado por quien obtuvo el primer lugar en 

la lista de elegibles del concurso de mérito de docentes y directivos docentes 

afrocolombianos del municipio de Tumaco. 

 

2.4. Y cuarta, dado que a la peticionaria no se le desvinculó por el capricho de 

la Administración, sino en cumplimiento de mandatos constitucionales y 

legales, relativos a que los cargos en provisionalidad deben ser ofertados en 

concursos y a que sean nombrados y posesionados quienes se encuentren en la 

lista de elegibles.  

 

2.5. Posteriormente, mediante escrito del 1º de junio de 2016, esta entidad 

manifestó que se ofertaron 8 vacantes para la institución donde laboraba la 

accionante, en el área de básica primaria, y en la audiencia virtual fueron 

asignadas al personal que estaba dentro de las listas de elegibles, por lo tanto, 

la Secretaría de Educación, para culminar el proceso de nombramiento, retiró 

a todo el personal que se desempeñaba de manera provisional y temporal en 

esa sede, porque no se encontraban incluidos dentro del proceso de 

nombramientos de la Convocatoria Docente 247 de 2012. 

 

Argumentó que la Secretaría de Educación nombró al personal de la lista de 

elegibles según la asignación por institución educativa de la zona rural, Grupo 

B, por puntaje y escogencia del elegible de manera global sin determinar a 

qué persona reemplazaría de las que se retiró para el área específica de básica 

primaria. 

 

Puntualizó que dentro de la Convocatoria 247 de 2012 no se contempló el 

título de administradora de empresas para aplicación de la docencia en las 

modalidades de básica primaria, básica secundaria o media vocacional, 

solamente para directivo docente. 

 

3. Decisión judicial 

 

Sentencia de primera instancia – Juzgado Segundo Municipal de Tumaco 

 



    

 

 

5 

 

El juez de primera instancia, en fallo del 16 de junio de 2016, señaló que la 

estabilidad laboral reforzada es una prerrogativa que no obliga a las entidades 

empleadoras. Asimismo, argumentó que esta se deriva de la vinculación 

laboral por concurso y no es un derecho fundamental sino un fuero, el cual no 

se aplica al presente caso, pues en la Secretaría de Educación de Tumaco no 

hay un plan de renovación pública ni está sujeta a una liquidación forzosa, de 

ahí que la accionante no pueda ser beneficiaria del retén social. En ese 

sentido, indicó que al ponderar los dos derechos en colisión, se puede advertir 

que “la estabilidad está supeditada al mérito, razón por la cual se faculta a 

la CNSC para surtir los concursos para designar cargos”. 

 

Además, señaló que los derechos fundamentales de la accionante no se vieron 

vulnerados por una actuación injustificada o arbitraria, pues su desvinculación 

obedeció a un lineamiento normativo y constitucional derivado de la 

expedición de la lista de elegibles para proveer los cargos que estuvieron 

ocupados en provisionalidad, como aquel en el que ella se encontraba.  

 

Adujo que cuando se suplen las vacantes con quien superó el concurso de 

méritos, la provisionalidad queda en entredicho y “entra a desglosar el 

derecho laboral de la persona que por concurso sí merece la vacante”. 

 

Manifestó que la accionante relaciona el despido injustificado o terminación 

unilateral del contrato con la falta de prestación médica en el futuro, cosa que 

no es cierta pues la relación de la accionante con su entidad de salud no se 

escinde de manera inmediata, sino que goza de un tiempo prudencial de 

protección para no afectar su derecho a la salud, más específicamente para el 

tratamiento del cáncer que padece. 

 

Concluyó que aunque la accionante se encuentre en un estado de debilidad 

manifiesta por su enfermedad, ella tiene 39 años y es administradora de 

empresas, es decir, se encuentra en una edad laboralmente activa, por lo que 

es plausible que trabaje en otros medios más acordes a su profesión, además 

el Estado Colombiano cobija el desempleo con diferentes subsidios y la 

afiliación extendida a salud, por ello instó a la accionante a afiliarse al 

régimen subsidiado en salud para no interrumpir sus tratamientos médicos y 

no afectar su salud.   

 

4. Impugnación 

 

Inconforme con la decisión de primera instancia, la accionante presentó 

escrito de impugnación el 30 de junio de 2016, pues consideró que el fallo 

censurado incurre en “error de hecho y de derecho”, pues no se ajustó a los 

fundamentos fácticos que motivaron la tutela ni a los derechos invocados 

como vulnerados. Además, porque el a quo se negó a cumplir el mandato 

legal de garantizar el goce de sus derechos como lo establece la ley; y, por 

último porque se funda en consideraciones inexactas derivada de una 

equivoca interpretación de sus argumentos. 
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Mediante auto del 7 de julio de 2016, el juez de primera instancia declaró 

extemporánea la impugnación presentada.  

 

5. Documentos relevantes cuyas copias obran dentro del expediente 

 

- Acuerdo No. 0291 del 2 de octubre de 2012 “Por el cual se convoca a 

concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de 

etnoeducadores directivos docentes que prestan su servicio educativo a 

población afrocolombiana negra, raizal y palenquera en establecimientos 

educativos oficiales de la entidad territorial certificada en educación 

Municipio San Andrés de Tumaco – Convocatoria Etnoeducadores 

Afrocolombianos NO. 247 de 2012”2, Acuerdo No. 4163 del 2 de abril de 

2013, que modificó el anterior acuerdo y Acuerdo No. 422 del 25 de abril de 

20134 que modificó el artículo segundo del Acuerdo 416 de 2013. 

 

- Resolución No. 0244 del 2 de febrero de 20416 “Por la cual se 

conforma la lista de elegibles para proveer CUATROCIENTOS TREINTA Y 

TRES (433) vacantes de etnoeducador Docente de PRIMARIA de las 

instituciones educativas oficiales que atienden población afrocolombiana 

negra, raizal y palenquera, en la Entidad Territorial certificada en educación 

MUNICIPIO DE SAN ANDRÉS DE TUMACO GRUPO B con NIT 

891.200.916-2, en el marco de la Convocatoria No. 247 de 2012.”5 

 

- Listas de asignación de Instituciones Educativas en PRIMARIA, 

Grupos A y B.6 

 

- Resolución No. 0256 del 2 de febrero de 2016 “Por la cual se 

conforma la lista de elegibles para proveer CIENTO CINCUENTA Y TRES 

(153) vacantes de etnoeducador Docente de PRIMARIA de las instituciones 

educativas oficiales que atienden población afrocolombiana negra, raizal y 

palenquera, en la Entidad Territorial certificada en educación MUNICIPIO 

DE SAN ANDRÉS DE TUMACO GRUPO A con NIT 891.200.916-2, en el 

marco de la Convocatoria No. 247 de 2012.”7 

 

- Copia del Decreto No. 0617 del 19 de noviembre de 2013 “Por el cual 

se nombra a una docente en provisionalidad, en la planta global, del sector 

educativo, a cargo del Sistema General de Participaciones del Municipio de 

San Andrés de Tumaco”, que nombró en provisionalidad a la accionante en el 

cargo de docente.8 

 

- Copia de la Resolución No. 1400 del 12 de mayo de 2016 “Por medio 

de la cual se retira del servicio a un Docente Provisional perteneciente a la 

                                                           
2 Folios 50 a 70 del expediente. 
3 Folios 71 a 80 del expediente. 
4 Folios 81 a 83 del expediente. 
5 Folios 84 a 95 del expediente. 
6 Folios 105 a 134 del expediente. 
7 Folios 96 a 104 del expediente. 
8 Folios 20 y 21 del expediente. 
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planta de cargos global del Municipio de Tumaco”, que terminó la 

vinculación en provisionalidad de la accionante en el cargo de docente.9 

 

- Decreto No. 0295 del 23 de mayo de 2016 “Por el cual se realizan 

nombramientos en periodo de prueba de docentes en la planta de cargos del 

municipio de Tumaco pagados por el Sistema General de Participaciones.”10 

 

- Copia de resultados de ecografía mamaria bilateral realizada el 10 de 

abril de 2014 a la señora Aura Milena Rodríguez en la que se indica: “Se 

realizó estudio solicitado de las glándulas mamarias con transductor de 7-5 

MHZ. Parénquima glandular mamario derecho con presencia de una lesión 

sólida nodular que mide 20x18mm localizada en el cuadrante superior e 

interno móvil sin microcalcificaciones de bordes bien delimitados en el 

horario de las 2. (…)”11 

 

- Informe realizado por la EPS de la tutelante, en el que se lee: 

“ESTUDIO DE COLORACIÓN INMUNOHISTOQUÍMICA EN BIOPSIA: 

(…) DESCRICPIÓN MICROSCÓPICA: en la coloración básica se reconoce 

tejido mamario comprometido por una lesión neoplásica maligna de origen 

epitelial que forma estructuras ductales moderadamente diferenciadas con un 

patrón de crecimiento infiltrante. En los estudios de inmunohistoquímica las 

células tumorales son negativas en la expresión de estrógenos y 

progesterona. El HER2-NEU presenta una expresión débil e incompleta en la 

membrana en menos del 10 % de las células. (…) DIAGNÓSTICO: MAMA 

DERECHA LESIÓN. BIOPSIA: CARCINOMA DUCTAL INVASOR BLOOM-

RICHARDSON-NOTTINGHAM (GRADO II) (…).”12 

 

- Historia clínica de la accionante, impresa el 10 de septiembre de 2015, 

en la que se señala, entre otros aspectos, diagnóstico de ingreso: “tumor 

maligno de la mama.”13   

 

- Tarjeta de seguimiento de aplicación de tratamiento oncológico de la 

accionante.14 

 

- Copia simple del diploma y acta de grado de Administradora de 

Empresas otorgado por la Universidad de Nariño a la señora Aura Milena 

Rodríguez Montaño el 13 de abril de 2013.15 

 

II. CONSIDERACIONES  

 

1. Competencia 

 

                                                           
9 Folios 14 y 15 del expediente. 
10 Folios 112 a 140 del expediente. 
11 Folio 24 del expediente. 
12 Folio 28 del expediente.  
13 Folios 25 a 27 del expediente. 
14 Folio 29 del expediente. 
15 Folios 163 y 164 del expediente. 
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Esta Sala es competente para revisar la decisión proferida dentro de la acción 

de tutela de la referencia, con fundamento en los artículos 86 y 241 numeral 9 

de la Constitución Política.16  

 

2. Planteamiento del problema jurídico y metodología para su 

solución 

 

De acuerdo con los antecedentes descritos en precedencia, le corresponde a 

esta Sala de Revisión determinar, si el municipio de Tumaco vulnera los 

derechos fundamentales a la salud, al libre desarrollo de la personalidad, vida 

digna, igualdad, mínimo vital, estabilidad laboral reforzada y derecho de los 

niños de una persona (Aura Milena Rodríguez Montaño), al desvincularla del 

cargo de carrera que venía ocupando en provisionalidad, para proceder al 

nombramiento, a partir de la lista de elegibles, de quien superó el concurso de 

méritos. Lo anterior sin tener en cuenta que la persona desvinculada tiene una 

enfermedad de alto costo -cáncer de mama- y por ende es sujeto de especial 

protección.  

 

Para resolver el problema jurídico planteado, se examinarán los siguientes 

temas: (i) la procedencia de la acción de tutela contra actos administrativos 

que desvinculan a funcionarios públicos que ocupan cargos de carrera en 

provisionalidad; (ii) la estabilidad intermedia de los funcionarios públicos 

nombrados en provisionalidad que desempeñan cargos de carrera 

administrativa; (iii) la provisión de cargos a partir de la lista de elegibles, 

previo concurso de méritos, frente a la protección especial de las personas en 

situación de discapacidad, las madres y padres cabeza de familia y los 

prepensionados y, (iv) solución al caso. 

 

3. Procedencia de la acción de tutela contra actos administrativos que 

desvinculan a funcionarios públicos que ocupan cargos de carrera en 

provisionalidad  

 

De acuerdo con los artículos 86 de la Constitución Política y 6 del Decreto 

2591 de 1991, la acción de tutela es un mecanismo preferente y sumario de 

protección de los derechos fundamentales de las personas cuando estos se 

vean amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o 

excepcionalmente de un particular. Esta acción se caracteriza por ser 

subsidiaria y residual, lo cual implica que será procedente cuando (i) no exista 

un mecanismo de defensa judicial o de existir no resulta eficaz, o (ii) se 

promueva como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un 

perjuicio irremediable.17 

 

Así, entonces, la jurisprudencia constitucional ha entendido que por regla 

general la acción de tutela es improcedente cuando se solicita el reintegro de 

empleados públicos a sus cargos, pues para controvertir los actos 

                                                           
16 El expediente fue seleccionado para su revisión mediante auto de la Sala de Selección Número 

Tres del 16 de marzo de 2017.   

 
17 Sentencia T-012 de 2009 (MP Rodrigo Escobar Gil). 
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administrativos por medio de los cuales la administración decide separarlos de 

los mismos, existe la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, la cual desplaza a la acción de 

tutela.  

 

No obstante, la Corte Constitucional ha admitido la procedencia excepcional 

de la tutela para solicitar el reintegro de servidores públicos a los cargos de 

los que han sido desvinculados, cuando en el caso concreto se advierte la 

vulneración de un derecho fundamental y se evidencia la ocurrencia de un 

perjuicio irremediable, toda vez que en estos eventos la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho no proporciona una protección eficaz y adecuada 

a los derechos amenazados o vulnerados.18  

 

Por lo anterior, la tutela resulta procedente pues los derechos fundamentales 

de la señora Aura Milena Rodríguez Montaño requieren de una protección 

inmediata, que no puede ser proporcionada a través de la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho, toda vez que es un hecho notorio la prolongada 

duración de este tipo de procesos, y debido a que la accionante no cuestiona la 

legalidad del acto por el cual fue desvinculada. De ahí que esta acción no sea 

idónea y eficaz para evitar su retiro.  

 

4. La estabilidad intermedia de los funcionarios públicos nombrados 

en provisionalidad que desempeñan cargos de carrera administrativa 

 

La Constitución Política estableció en el artículo 125 el régimen de carrera 

administrativa como el mecanismo para el ingreso y desempeño de cargos 

públicos en los órganos y entidades del Estado, salvo las excepciones 

constitucionales y legales, y los regímenes especiales de creación 

constitucional.19 El propósito de tal previsión constitucional es crear un 

                                                           
18 Sobre este punto ha dicho la Corte: “[…] como regla general, la acción de tutela es improcedente 

para solicitar el reintegro de los empleados públicos, pues en el ordenamiento jurídico está prevista 

la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, luego existe un medio de defensa judicial 

propio, específico y eficaz que excluye la prevista en el artículo 86 Constitucional. No obstante la 

Corte ha manifestado que, excepcionalmente ante un perjuicio irremediable, puede resultar 

procedente el amparo cuando la acción de nulidad y restablecimiento del derecho resulta 

inadecuada para la efectividad de los derechos fundamentales violados, dada la situación que 

afronta el accionante”. Sentencia T-016 de 2008 MP Mauricio González Cuervo. 
19 La Corte Constitucional en la sentencia C-588 de 2009 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, 

SV Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, Humberto Antonio Sierra Porto, Nilson Pinilla Pinilla y Mauricio 

González Cuervo) se pronunció acerca de la demanda de inconstitucionalidad interpuesta en contra 

del artículo 1º del Acto Legislativo No. 01 de 2008, “Por medio del cual se adiciona el artículo 

125 de la Constitución Política”. El actor en sus cargos señaló que el Congreso de la República se 

extralimitó al ejercer el poder de reforma constitucional, pues, en lugar de reformar la Carta, 

reemplazó uno de los ejes definitorios de la Constitución por otro opuesto o completamente 

diferente. Indicó el demandante que: “la supresión de la carrera, del mérito y del concurso por el 

ingreso automático previsto en el Acto Legislativo demandado, conduce a la libre disposición de 

los cargos en beneficio de quienes ingresaron provisionalmente y por la voluntad discrecional del 

correspondiente nominador, en detrimento del derecho de todos los ciudadanos a acceder al 

desempeño de funciones y cargos públicos, todo lo cual, adicionalmente, resulta predicable de los 

sistemas especiales de carrera que, en consecuencia, también son objeto de desconocimiento”. La 

Corte constitucional sostuvo que “la carrera administrativa es un principio del ordenamiento 

jurídico superior, que además se constituye en cimiento principal de la estructura del Estado, y en 

el instrumento eficaz para la realización de otros principios de la misma categoría. […] Es tal la 
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mecanismo objetivo de acceso a los cargos públicos, en el cual las 

condiciones de ingreso, ascenso, permanencia y retiro respondan al mérito, 

conforme a criterios reglados, y no a la discrecionalidad del nominador.  

 

La carrera administrativa es el mecanismo preferente para el acceso y la 

gestión de los empleos públicos, en donde quien supere satisfactoriamente las 

etapas del concurso de méritos adquiere un derecho subjetivo de ingreso al 

empleo público, exigible tanto frente a la Administración como a los 

funcionarios públicos que están desempeñando el cargo ofertado en 

provisionalidad. Por esta razón, la Corte ha sostenido que los cargos ejercidos 

en provisionalidad no pueden equipararse a los de carrera administrativa en 

cuanto a su vinculación y retiro, en tanto existen marcadas diferencias entre 

los funcionarios inscritos en carrera administrativa y los funcionarios públicos 

provisionales20.  

 

En relación con los primeros, se trata de funcionarios que acceden a estos 

cargos mediante un concurso de méritos, por lo que su permanencia en ellos 

implica mayor estabilidad al haber superado las etapas propias del concurso, 

lo que impide el retiro del cargo a partir de criterios meramente 

discrecionales. De ahí, que el acto administrativo por medio del cual se 

                                                                                                                                                                     
importancia de la carrera administrativa en el ordenamiento constitucional instituido por la Carta de 

1991, que la Corte le ha reconocido el carácter de principio constitucional, bajo el entendimiento de 

que los principios “suponen una delimitación política y axiológica”, por cuya virtud se restringe “el 

espacio de interpretación”, son “de aplicación inmediata tanto para el legislador constitucional” y 

tienen un alcance normativo que no consiste “en la enunciación de ideales”, puesto que “su valor 

normativo debe ser entendido de tal manera que signifiquen una definición en el presente, una base 

axiológico-jurídica, sin la cual cambiaría la naturaleza de la Constitución y por lo tanto toda la 

parte organizativa perdería su significado y razón de ser”. Dada la categoría de principio 

constitucional que le corresponde, en la providencia citada la Corte concluyó que “en el estado 

social de derecho la carrera administrativa constituye un principio constitucional y como tal una 

norma jurídica superior de aplicación inmediata, que contiene una base axiológico-jurídica de 

interpretación, cuyo desconocimiento vulnera la totalidad del ordenamiento constitucional”. 
20 Sin embargo, desde la sentencia T-800 de 1998 (MP Vladimiro Naranjo Mesa) se estableció que 

“la estabilidad laboral de un funcionario que ocupa un cargo de carrera administrativa no se reduce 

por el hecho de que lo haga en provisionalidad; en otros términos, el nombramiento en 

provisionalidad de servidores públicos para cargos de carrera administrativa, como es el caso, no 

convierte el cargo en uno de libre nombramiento y remoción. Por ello, el nominador no puede 

desvincular al empleado con la misma discrecionalidad con que puede hacerlo sobre uno de libre 

nombramiento y remoción, a menos que exista justa causa para ello”. En el mismo sentido, la Corte 

Constitucional en la sentencia T-660 de 2005 (MP Jaime Córdoba Triviño) señaló que “la 

jurisprudencia constitucional ha sido consistente en estimar que las garantías de estabilidad laboral 

propias de los empleos de carrera administrativa también resultan aplicables a quienes ejercen 

dichos cargos en condición de provisionalidad, puesto que este mecanismo de designación no tiene 

el efecto de transformar la naturaleza del cargo de carrera a de libre nombramiento y remoción. Por 

ende, el acto administrativo que retira del servicio a funcionarios de esta categoría no puede 

fundarse solamente en el ejercicio de la facultad discrecional del nominador, como sucede para el 

caso de los empleos de libre nombramiento y remoción, sino que tiene que motivarse. Esta misma 

doctrina también ha señalado que la falta de motivación del acto administrativo que desvincula a un 

servidor en provisionalidad constituye una vulneración del derecho al debido proceso.  Ello debido 

a que la reserva de las razones que fundaron la separación del empleo pone en situación de 

indefensión al afectado, en la medida en que no podría controvertirlas ante la jurisdicción del 

contencioso administrativo”. 
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desvincula a un funcionario de carrera administrativa deba, además de otros 

requisitos, ser motivado para que la decisión sea ajustada a la Constitución21.  

 

Por su parte, los funcionarios públicos que desempeñan en provisionalidad 

cargos de carrera, gozan de una estabilidad laboral relativa o intermedia, que 

implica, sin embargo, que el acto administrativo por medio del cual se efectúe 

su desvinculación debe estar motivado, es decir, debe contener las razones de 

la decisión, lo cual constituye una garantía mínima derivada, entre otros, del 

derecho fundamental al debido proceso y del principio de publicidad22.  

                                                           
21 El parágrafo 2º del artículo 41 de la Ley 909 de 2004 “por la cual se expiden normas que regulan 

el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones”, 

establece que “[e]s reglada la competencia para el retiro de los empleos de carrera de conformidad 

con las causales consagradas por la Constitución Política y la ley y deberá efectuarse mediante acto 

motivado”.   
22 La Corte Constitucional ha desarrollado una línea jurisprudencial consolidada sobre el deber de 

motivación de los actos de desvinculación de los funcionarios públicos que ocupan cargos de 

carrera en provisionalidad, la cual fue sentada desde la sentencia T-800 de 1998 (MP Vladimiro 

Naranjo Mesa). En esta providencia, la Corte conoció la acción de tutela interpuesta con ocasión de 

la desvinculación de una mujer madre cabeza de familia, que desempeñaba en provisionalidad el 

cargo de auxiliar de enfermería, el cual era de carrera. Esta Corporación confirmó las sentencias de 

instancia, mediante las cuales se ordenaba el reintegro de manera transitoria, mientras la 

jurisdicción de lo contencioso decidía sobre la legalidad del acto por medio del cual se dispuso su 

desvinculación. Para tal efecto, la Corte explicó que el derecho a permanecer en un cargo 

determinado no es fundamental, sin embargo consideró que por las particularidades del caso, 

procedía la acción de tutela para proteger otros derechos fundamentales a fin de evitar un perjuicio 

irremediable, pues con base en las circunstancias particulares de la peticionaria se vislumbraba que 

“la pérdida del trabajo […] y su consiguiente vacancia, la enfrentaría, junto con su hijo, a un 

perjuicio irremediable que no podría ser corregido a tiempo, si no es porque la acción de tutela 

permite evitarlo”. Además, la Corte sostuvo por vez primera que “el nombramiento en 

provisionalidad de servidores públicos para cargos de carrera administrativa, como es el caso, no 

convierte el cargo en uno de libre nombramiento y remoción. Por ello, el nominador no puede 

desvincular al empleado con la misma discrecionalidad con que puede hacerlo sobre uno de libre 

nombramiento y remoción, a menos que exista justa causa para ello”. Esta postura ha permanecido 

inalterada como lo detalló la Corte en la SU-917 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio, SPV 

Nilson Pinilla Pinilla).  En esta ocasión, la Corte Constitucional asumió el conocimiento de 24 

expedientes de tutela, los cuales fueron acumulados luego de advertir la existencia de conexidad 

temática ya que todos los accionantes desempeñaban cargos de carrera en provisionalidad en 

diferentes entidades públicas, siendo desvinculados de sus empleos sin que los actos de retiro 

hubieren sido motivados.  Este Tribunal  (i) reiteró la posición sentada por la Corte desde el año 

mil novecientos noventa y ocho (1998) referente a la falta de motivación de los actos 

administrativos de desvinculación de funcionarios nombrados en provisionalidad en cargos de 

carrera, y (ii) resaltó la estrecha relación que guarda la exigencia de motivar los actos 

administrativo con importantes preceptos de orden constitucional como lo son el principio 

democrático, la cláusula del Estado de Derecho, el debido proceso y el principio de publicidad. La 

Sala Plena de la Corte Constitucional señaló en relación con el contenido de la motivación lo 

siguiente: “El acto de retiro no sólo debe ser motivado sino que ha de cumplir ciertas exigencias 

mínimas respecto de su contenido material, de modo que el administrado cuente con elementos de 

juicio necesarios para decidir si acude o no ante la jurisdicción y demanda la nulidad del acto en los 

términos del artículo 84 del CCA. Lo contrario significaría anteponer una exigencia formal de 

motivación en detrimento del derecho sustancial al debido proceso, pues si no se sabe con precisión 

cuáles son las razones de una decisión administrativa difícilmente podrá controvertirse el acto tanto 

en sede gubernativa como jurisdiccional. || Es por lo anterior por lo que la Corte ha hecho 

referencia al principio de “razón suficiente” en el acto administrativo que declara la insubsistencia 

o en general prescinde de los servicios de un empleado vinculado en provisionalidad, donde “deben 

constar las circunstancias particulares y concretas, de hecho y de derecho, por las cuáles se decide 

remover a un determinado funcionario, de manera que no resultan válidas aquellas justificaciones 

indefinidas, generales y abstractas, que no se predican directamente de quien es desvinculado”…”.  

Concluyó que “respecto del acto de retiro de un servidor público que ejerce un cargo en 

provisionalidad no puede predicarse estabilidad laboral propia de los derechos de carrera, pero en 



    

 

 

12 

 

 

Ahora bien, esta Corporación ha reconocido que cuando un funcionario ocupa 

en provisionalidad un cargo de carrera y es, además, sujeto de especial 

protección constitucional, “concurre una relación de dependencia intrínseca 

entre la permanencia en el empleo público y la garantía de sus derechos 

fundamentales, particularmente el mínimo vital y la igualdad de 

oportunidades. De allí que se sostenga por la jurisprudencia que la eficacia 

de esos derechos depende del reconocimiento de estabilidad laboral en 

aquellos casos, a través de un ejercicio de ponderación entre tales derechos y 

los principios que informan la carrera administrativa”23.  

 

Si bien estas personas no tienen un derecho a permanecer de manera 

indefinida en el cargo, pues este debe proveerse por medio de un concurso de 

méritos, sí debe otorgárseles un trato preferencial como acción afirmativa24, 

antes de efectuar el nombramiento de quienes ocuparon los primeros puestos 

en la lista de elegibles del respectivo concurso de méritos, con el fin de 

garantizar el goce efectivo de sus derechos fundamentales. Ello en virtud de 

los mandatos contenidos en los incisos 2º y 3º del artículo 13 Superior, 

relativos a la adopción de medidas de protección a favor de grupos 

vulnerables y personas en condición de debilidad manifiesta, y en las 

cláusulas constitucionales que consagran una protección reforzada para 

ciertos grupos sociales, tales como las madres cabeza de familia (art. 43 CP), 

los niños (art. 44 CP), las personas de la tercera edad (art. 46 CP) y las 

personas con discapacidad (art. 47 CP)25.  

 

En relación con la estabilidad laboral relativa de que gozan los funcionarios 

que ocupan cargos de carrera en provisionalidad, la Corte Constitucional ha 

señalado algunas medidas que pueden adoptarse para garantizar los derechos 

fundamentales de quienes ameritan una especial protección constitucional por 

estar en condiciones de vulnerabilidad. Por ejemplo, en la sentencia de 

unificación SU-446 de 201126, esta Corporación hizo un pronunciamiento en 

                                                                                                                                                                     
todo caso el nominador continúa con la obligación de motivarlo, al tiempo que el administrado 

conserva incólume el derecho a saber de manera puntual cuáles fueron las razones que motivaron 

esa decisión”.  Entre otras, también pueden consultarse las sentencias T-289 de 2011 (MP Jorge 

Ignacio Pretelt Chaljub) y T-462 de 2011 (MP Juan Carlos Henao Pérez). 
23 Sentencia T-186 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva). 
24 En relación con este aspecto de la acción afirmativa pueden ser consultadas las sentencias SU-

446 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub) y T-186 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva).  

Este razonamiento se impuso por la Sala Plena de la Corporación en la providencia SU-446 de 

2011, en la cual se planteó que, aunque primaban los derechos de acceder al cargo de los 

empleados de carrera, la entidad (Fiscalía General de la Nación) tenía el deber constitucional de 

emplear medidas de acción afirmativa tendientes a proteger efectivamente el especial contexto de 

las personas vinculadas en provisionalidad. 
25 Al respecto, ver, entre otras la sentencia T-462 de 2011 (MP Juan Carlos Henao Pérez) y la SU-

446 de 2011 (MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; SV Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Jorge Iván 

Palacio Palacio y Humberto Antonio Sierra Porto; AV Luis Ernesto Vargas Silva). 
26 MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; SV Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Jorge Iván Palacio 

Palacio y Humberto Antonio Sierra Porto; AV Luis Ernesto Vargas Silva. En esta ocasión 

correspondió a la Corte, entre otros asuntos, resolver dos interrogantes: i) si la Fiscalía General de 

la Nación vulneró los derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo, a la seguridad social y al 

debido proceso de quienes estaban en una situación de especial protección constitucional, al 

desvincularlos del cargo que ocupaban en provisionalidad, pese a su condición especial que 

obligaba a que se les brindara un trato preferente, cuando era posible desvincular a otros servidores 
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torno a la relación existente entre la provisión de cargos de carrera mediante 

concurso de méritos y la protección especial de las personas que ocupan 

dichos cargos en provisionalidad y se encuentran en circunstancias especiales 

tales como las madres y padres cabeza de familia,  prepensionados o personas 

en situación de discapacidad.  Al respecto expresó: 

 

“Los servidores en provisionalidad, tal como reiteradamente lo ha 

expuesto esta Corporación27,  gozan de una estabilidad relativa, en 

la medida en que sólo pueden ser desvinculados para proveer el 

cargo que ocupan con una persona de carrera, tal como ocurrió en 

el caso en estudio o por razones objetivas que deben ser 

claramente expuestas en el acto de desvinculación28. En 

consecuencia, la terminación de una vinculación en 

provisionalidad porque la plaza respectiva debe ser provista con 

una persona que ganó el concurso, no desconoce los derechos de 

esta clase de funcionarios, pues precisamente la estabilidad 

relativa que se le ha reconocido a quienes están vinculados bajo 

esta modalidad, cede frente al mejor derecho que tienen las 

personas que ganaron un concurso público de méritos. 

 

“[…] Sin embargo, la Fiscalía General de la Nación, pese a la 

discrecionalidad de la que gozaba, sí tenía la obligación de dar un 

trato preferencial, como una medida de acción afirmativa a: i) las 

madres y padres cabeza de familia; ii) las personas que estaban 

próximas a pensionarse, entiéndase a quienes para el 24 de 

noviembre de 2008 –fecha en que se expidió el Acuerdo 007 de 

2008– les faltaren tres años o menos para cumplir los requisitos 

para obtener la respectiva pensión; y iii) las personas en situación 

de discapacidad. 

 

“En estos tres eventos la Fiscalía General de la Nación ha debido 

prever mecanismos para garantizar que las personas en las 

condiciones antedichas, fueran las últimas en ser desvinculadas, 

porque si bien una cualquiera de las situaciones descritas no otorga 

                                                                                                                                                                     
en provisionalidad no sujetos a un trato preferente, y  ii) determinar si la entidad demandada 

desconoció los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso de los demás 

provisionales –no sujetos de especial protección– al no señalar de antemano los criterios de 

selección de los cargos específicos que serían provistos con personas que superaron el concurso.  

Concluyó que “[e]n el caso de los provisionales que son sujetos de especial de (sic) protección, si 

bien la Corte no concederá la tutela porque no ostentaban un derecho a permanecer en el empleo, sí 

se ordenará a la Fiscalía General de la Nación que, en el evento en que a la fecha de expedición del 

fallo existan vacantes disponibles en cargos iguales o equivalentes a aquellos que venían ocupando, 

sean vinculados en provisionalidad mientras se realiza un nuevo concurso. La desvinculación de 

estos servidores sólo será posible previo acto administrativo motivado en los términos de la 

sentencia SU-917 de 2010”. 
27 La línea jurisprudencial en esta materia se encuentra recogida en la sentencia SU-917 de 2010, 

MP Jorge Iván Palacio Palacio (cita del texto).  
28 Cfr. Corte Constitucional T-1011 de 2003; T-951 de 2004; T-031 de 2005; T-267 de 2005; T-

1059 de 2005; T-1117 de 2005; T-245 de 2007; T-887 de 2007; T-010 de 2008; T-437 de 2008; T-

087 de 2009 y T-269 de 2009.  Así mismo, la sentencia SU-917 de 2010, que recoge toda la 

jurisprudencia sobre este particular y fija las órdenes que debe dar el juez de tutela en estos casos 

(cita del texto). 
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un derecho indefinido a permanecer en un empleo de carrera, toda 

vez que prevalecen los derechos de quienes ganan el concurso 

público de méritos. Como el ente fiscal no previó dispositivo 

alguno para no lesionar los derechos de ese grupo de personas, 

estando obligado a hacerlo, en los términos del artículo 13 de la 

Constitución, esta Corte le ordenará a la entidad que dichas 

personas, de ser posible, sean nuevamente vinculadas en forma 

provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía de los que 

venían ocupando” (negrillas originales).  

 

Entonces, pese a la potestad de desvincular a los funcionarios públicos 

nombrados en provisionalidad en un cargo de carrera, para no vulnerar los 

derechos fundamentales de aquellas personas que están en condición de 

vulnerabilidad deben observarse unos requisitos propios de la estabilidad 

relativa o intermedia de que son titulares, entre ellos (i) la adopción de 

medidas de acción afirmativa tendientes a proteger efectivamente el especial 

contexto de las personas vinculadas en provisionalidad, y (ii) la motivación 

del acto administrativo de desvinculación.  En esta ocasión debe tenerse en 

cuenta, que la señora Aura Milena Rodríguez Montaño padece de cáncer de 

mama desde abril de 2014 y afirma que es madre cabeza de familia29. 

 

5. La provisión de cargos de la lista de elegibles previo concurso de 

méritos y la protección especial de las personas en situación de 

discapacidad, las madres y padres cabeza de familia y los 

prepensionados. Reiteración de jurisprudencia. 

 

En varias oportunidades esta Corporación ha sostenido que los servidores 

públicos que ocupan en provisionalidad un cargo de carrera gozan de una 

estabilidad laboral relativa, lo que implica que únicamente pueden ser 

removidos por causas legales que obran como razones objetivas que deben 

expresarse claramente en el acto de desvinculación, dentro de las que se 

encuentra la provisión  del cargo que ocupaban, con una persona de la lista de 

elegibles conformada previo concurso de méritos.30 En esta hipótesis, la 

estabilidad laboral relativa de las personas vinculadas en provisionalidad cede 

frente al mejor derecho de quienes superaron el respectivo concurso. 

 

En ese sentido, la situación de quienes ocupan en provisionalidad cargos de 

carrera administrativa, encuentra protección constitucional, en la medida en 

que, en igualdad de condiciones pueden participar en los concursos y gozan 

de estabilidad laboral, condicionada al lapso de duración del proceso de 

selección y hasta tanto sean reemplazados por quien se haya hecho acreedor a 

ocupar el cargo en virtud de sus méritos evaluados previamente.31 

 

                                                           
29 Al examinar el material probatorio obrante en el expediente, no se observa ninguna prueba que 

constate esta situación. 
30 Al respecto, pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-1011 de 2003, T-951 de 2004, T-

031 de 2005, T-267 de 2005, T-1059 de 2005, T-1117 de 2005, T-245 de 2007, T-887 de 2007, T-

010 de 2008, T-437 de 2008,  T-087 de 2009, T-269 de 2009, SU-9717 de 2010 y SU-446 de 2011. 
31 Sentencias C-064 de 2007, T-951 de 2004 y C-588 de 2009. 
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Ha señalado igualmente la jurisprudencia de esta Corte, que si bien los actos 

administrativos que desvinculan a una persona nombrada en provisionalidad 

en un cargo de carrera, requieren de su respectiva motivación para garantizar 

el derecho al debido proceso, esto no significa que quienes han sido 

nombrados en provisionalidad ostentan la misma estabilidad laboral de quien 

se encuentra en el sistema de carrera por haber accedido al cargo por concurso 

de méritos.  

 

Sin embargo, esta Corte ha reconocido que dentro de las personas que ocupan 

en provisionalidad cargos de carrera, pueden encontrarse sujetos de especial 

protección constitucional, como las madres y padres cabeza de familia,32 

quienes están próximos a pensionarse y las personas en situación de 

discapacidad, a los que, si bien por esa sola circunstancia no se les otorga un 

derecho indefinido a permanecer en ese tipo de vinculación laboral, en virtud 

del derecho ostentado por las personas que acceden por concurso de méritos, 

sí surge una obligación jurídico constitucional (art. 13) de propiciarse un trato 

preferencial como medida de acción afirmativa.33 

 

Por lo anterior, antes de procederse al nombramiento de quienes superaron el 

concurso de méritos, han de ser los últimos en removerse y en todo caso, en la 

medida de las posibilidades, deben vincularse nuevamente en forma 

provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía o equivalencia de los 

que venían ocupando, siempre y cuando demuestren una de esas condiciones 

especiales al momento de su desvinculación y al momento del posible 

nombramiento. “La vinculación de estos servidores se prolongará hasta 

tanto  los  cargos que lleguen a ocupar sean provistos en propiedad mediante 

el sistema de carrera o su desvinculación cumpla los requisitos exigidos en la 

jurisprudencia constitucional, contenidos, entre otras, en la sentencia SU-917 

de 2010”. 34 

                                                           
32 En cuanto a los padres y madres cabeza de familia, en la sentencia SU-446 de 2011, la Sala Plena 

de esta Corte sostuvo que aun cuando esta clase de personas no ostenten dicha vinculación en la 

rama ejecutiva del poder público y por ello, en principio, no se obliguen por el programa de 

renovación de la administración pública regulada en la Ley 790 de 2002, razones de igualdad 

material ligadas íntimamente con el Estado Social de Derecho que nos rige, imponen a las 

autoridades especial atención y cuidado y en consecuencia la adopción de las citadas medidas de 

orden positivo.  
33 Este razonamiento se impuso por la Sala Plena de la Corporación en la providencia SU-446 de 

2011 en la cual la Corte no amparó los derechos de las personas que ocupaban cargos en 

provisionalidad, en situación de debilidad manifiesta y que habían sido reemplazados por 

empleados de carrera en la Fiscalía de General de la Nación. Aun así, en dicha ocasión la 

Corporación planteó que, aunque primaban los derechos de acceder al cargo de los empleados de 

carrera, la entidad tenía el deber constitucional de emplear medidas de acción afirmativa tendientes 

a proteger efectivamente el especial contexto de las personas vinculadas en provisionalidad.  
34 Con fundamento en la tesis expuesta, la Sala Plena de la Corte Constitucional en la sentencia SU-

446 de 2011, dispuso: “TERCERO.- ORDÉNASE a la Fiscalía General de la Nación 

VINCULAR en forma provisional, en el evento de existir vacantes en un cargo igual o equivalente 

al que ocupaban, a todos aquellos servidores que fueron retirados de la entidad con fundamento en 

el concurso convocado en el año 2007, siempre y cuando demuestren al momento de su 

desvinculación y al momento del posible nombramiento, una de estas tres condiciones: i) ser 

madres o padres cabeza de familia; ii)  ser personas próximas a pensionarse, entiéndase a quienes 

para el 24 de noviembre de 2008 -fecha en que se expidió el Acuerdo 007 de 2008- les faltaren tres 

años o menos para cumplir los requisitos para obtener la respectiva pensión; y iii) estar en situación 

de discapacidad, como una medida de acción afirmativa,  por ser todos ellos sujetos de especial 
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En conclusión, siguiendo lo indicado por la Sala Plena de esta Corporación en 

la sentencia de unificación de jurisprudencia SU-446 de 2011, cuando con 

fundamento en el principio del mérito (art. 125 C.P.) surja en cabeza del 

nominador la obligación de nombrar de la lista de elegibles a quien superó las 

etapas del concurso, en un cargo de carrera ocupado en provisionalidad por un 

sujeto de especial protección como los padres o madres cabeza de familia, 

limitados físicos, psíquicos o sensoriales y prepensionados, en aplicación de 

medidas afirmativas dispuestas en la constitución (art. 13 numeral 3º), y en la 

materialización del principio de solidaridad social (art. 95 ibídem), se debe 

proceder con especial cuidado previendo dispositivos tendientes a no lesionar 

sus derechos y en caso de no adoptarse tales medidas, de ser posible, han de 

ser vinculados de nuevo en provisionalidad en un cargo similar o equivalente  

al que venían ocupando, de existir la vacante, siempre y cuando demuestren 

una de esas condiciones, tanto para la época de su desvinculación, como en el 

momento del posible nombramiento.35 

 

6. Análisis del caso  

 

Le corresponde a esta Sala de Revisión determinar si la desvinculación 

laboral de la actora del cargo de carrera que ocupaba en provisionalidad, para 

proceder al nombramiento de la lista de elegibles a la persona que superó el 

concurso de méritos, a pesar de que aquella padece de una enfermedad 

ruinosa o catastrófica, afectó los derechos fundamentales que invocó.  

 

Examinada la actuación del municipio de Tumaco contenida en la Resolución 

No. 1400 del 12 de mayo de 2010, se encuentra que esta se sustenta en la 

expedición de las listas de elegibles del concurso de méritos para proveer los 

cargos de docentes y docentes directivos en ese municipio, luego de superadas 

las etapas del concurso convocado mediante Acuerdo No. 416 del 22 de abril 

de 2013 proferido por la mencionada entidad. 

 

A juicio de la Sala de Revisión, la motivación del retiro del servicio de la 

actora es razonable y consecuentemente, no se evidencia, prima facie, la 

utilización abusiva y arbitraria de una facultad legal para encubrir un trato 

discriminatorio, relacionado directamente con la circunstancia de debilidad 

manifiesta constitucionalmente protegida, relacionada con su delicado estado 

de salud originado en el cáncer de mama que padece desde el 10 de abril de 

2014, esto es, aproximadamente 2 años antes de su desvinculación laboral. 

 

Sin embargo, como se indicó en precedencia, la Corte en la sentencia SU-446 

de 2011 en la que resolvió algunos casos que guardan similitud con el que 

                                                                                                                                                                     
protección. La vinculación de estos servidores se prolongará hasta tanto  los  cargos que lleguen a 

ocupar sean provistos en propiedad mediante el sistema de carrera o su desvinculación cumpla los 

requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional, contenidos, entre otras, en la sentencia SU-

917 de 2010”.    
35 Sentencia T-462 de 2011. (MP: Juan Carlos Henao Pérez). 
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ocupa la atención de esta Sala de Revisión, fue enfática en señalar que la 

entidad demandada tenía la obligación de prodigar un trato preferencial a las 

madres y padres cabeza de familia, prepensionados y personas con 

limitaciones, que fueron retirados de los cargos de carrera que ocupaban en 

provisionalidad en la Fiscalía General de la Nación por la prevalencia de los 

derechos de quienes debían acceder a esos cargos al superar el concurso de 

méritos, como una medida afirmativa en aplicación del artículo 13 de la 

Constitución. Motivo por el cual, le ordenó que, de ser posible, (de existir 

cargos vacantes), fueran nuevamente vinculadas provisionalmente en cargos 

equivalentes a los que venían ocupando antes de su desvinculación, para lo 

cual debían demostrar cualquiera de esas condiciones para la época de su 

desvinculación y en el momento del posible nombramiento. 

 

En el caso examinado, encuentra la Sala de Revisión que antes de expedirse la 

lista de elegibles para el nombramiento de quien debía ocupar el cargo de 

“Docente de Aula”, Código  9001 Grado 2A, en la Institución Educativa 

Buchell – Primaria del municipio de Tumaco - Nariño, se ha debido prever 

alguna medida afirmativa (art. 13 C.P.) para no lesionar los derechos de la 

señora Aura Milena Rodríguez Montaño, quien por su delicado estado de 

salud, generado por el cáncer de mama que le fue diagnosticado en abril de 

2014, venía y aún viene siendo objeto de tratamiento médico tendiente a la 

recuperación de su salud.  

 

Como tal dispositivo no se previó a favor de la actora, el Alcalde del 

municipio de Tumaco deberá proceder, de ser posible, a su vinculación de 

nuevo en provisionalidad en un cargo similar o equivalente al que venía 

ocupando, siempre y cuando se encuentre vacante, habida cuenta que la 

alteración de la normalidad de su estado de salud era evidente al momento de 

su desvinculación laboral. En el caso de que el mencionado cargo no se 

encuentre vacante, y por tal razón no sea posible el nombramiento de la 

accionante en el mismo, le corresponde al municipio de Tumaco emprender 

las actuaciones necesarias para que se le garantice la vinculación a la 

seguridad social en salud, de tal manera que pueda continuar el tratamiento 

integral de la patología que padece. 

 

Por las razones expuestas, en la parte resolutiva de esta providencia, se 

revocará el fallo proferido por el Juzgado Segundo Civil Municipal de 

Tumaco el 16 de junio de 2016, mediante el cual negó el amparo solicitado. 

En consecuencia, se ordenará al municipio de Tumaco que vincule 

nuevamente a la actora en un cargo de igual rango o remuneración al que 

ocupaba antes de su remoción, si fuera posible, por encontrarse vacante.  

 

Se precisa que de vincularse nuevamente a la señora Rodríguez Montaño en 

las condiciones antes anotadas, su permanencia en provisionalidad en sus 

labores estará supeditada a que el cargo que llegue a ocupar no sea provisto en 

propiedad mediante sistema de carrera y a que su desvinculación cumpla los 

requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional, contenidos, entre otras, 

en la sentencia SU-917 de 2010.  
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Si no fuera posible vincular a la accionante en un cargo en provisionalidad, 

entonces se deberá afiliar al Sistema de Seguridad Social en Salud, hasta tanto 

finalicen los tratamientos que sean necesarios para la recuperación del cáncer 

que padece o sea afiliada al sistema por otro empleador. 

   

III. DECISIÓN 

 

Una entidad vulnera los derechos fundamentales a la salud y vida digna de un 

sujeto de especial protección que ocupa un cargo de carrera en 

provisionalidad, cuando con fundamento en el principio del mérito nombra de 

la lista de elegibles a quien superó las etapas del concurso, sin antes adoptar 

medidas afirmativas dispuestas en la Constitución y que materialicen el 

principio de solidaridad social, relativas a su reubicación en un cargo similar 

o equivalente  al que venía ocupando, siempre y cuando se encuentre vacante. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Séptima de Revisión, administrando justicia 

en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución Política, 

 

 

RESUELVE 

 

 

Primero.- REVOCAR, por las razones expuestas, la sentencia de tutela 

proferida el 16 de junio de 2016 por el Juzgado Segundo Civil Municipal de 

Tumaco, mediante la cual se negó el amparo solicitado y en su lugar tutelar 

los derechos fundamentales a la salud y vida digna de la señora Aura Milena 

Rodríguez Montaño. 

 

Segundo.- ORDENAR al municipio de Tumaco, que dentro de las cuarenta y 

ocho horas (48) siguientes a la notificación de esta providencia, vincule a la 

señora Aura Milena Rodríguez Montaño en forma provisional, en un cargo de 

igual rango y remuneración al que ocupaba como“Docente de Aula”, Código  

9001 Grado 2ª, en la Institución Educativa Buchell – Primaria del municipio 

de Tumaco - Nariño, en el evento de que haya un cargo de esta naturaleza que 

se encuentre vacante. 

 

Se precisa que de vincularse nuevamente a la señora Rodríguez Montaño en 

las condiciones antes anotadas, su permanencia en provisionalidad, estará 

supeditada a que el cargo que llegue a ocupar sea posteriormente provisto en 

propiedad mediante sistema de carrera y su desvinculación cumpla los 

requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional, contenidos, entre otras, 

en la sentencia SU-917 de 2010. 

 

Tercero.- En el caso de que no se encuentre vacante un cargo similar al que 

ocupaba Aura Milena Rodríguez Montaño antes de la desvinculación laboral, 

ORDENAR al municipio de Tumaco, que dentro de las cuarenta y ocho (48) 

horas siguientes a cuando tenga certeza de dicha circunstancia, inicie las 

actuaciones necesarias para que la mencionada señora sea vinculada al 

Sistema de Seguridad Social en Salud, de tal suerte que se le permita 
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continuar el tratamiento integral que requiere para la recuperación de la 

normalidad de su estado de salud. En este caso, la vinculación al régimen 

contributivo de salud deberá mantenerse hasta tanto la señora Rodríguez 

Montaño finalice los tratamientos que sean necesarios para la recuperación 

del cáncer que padece o sea afiliada al sistema por parte de otro empleador. 

 

Cuarto.- LIBRAR las comunicaciones –por la Secretaría General de la Corte 

Constitucional–, así como DISPONER las notificaciones a las partes –a 

través del Juez de tutela de primera instancia–, previstas en el artículo 36 del 

Decreto Ley 2591 de 1991. 

Notifíquese, comuníquese y cúmplase.  

 

 

 

CRISTINA PARDO SCHLESINGER 

Magistrada 

 

 

 

ALBERTO ROJAS RÍOS 

Magistrado 

Ausente en comisión 

 

 

 

DIANA FAJARDO RIVERA 

Magistrada 

 

 

ROCÍO LOAIZA MILIÁN 

Secretaria General (e) 
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AUTO INTERLOCUTORIO No. 285 
Popayán, quince (15) de Abril de dos mil veinte (2020). 

 
REF: ACCIÓN DE TUTELA   
DTE: ANGELA CECILIA ASTUDILLO MONTENEGRO 
DDO: INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, y la COMISIÓN 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL “CNSC”  
RAD. 19001310500220200007200 
 
La señora ANGELA CECILIA ASTUDILLO MONTENEGRO, que se identifica con 
cédula de ciudadanía No. 48.601.091, ha instaurado Acción de Tutela en contra  del 
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR y la COMISIÓN NACIONAL 
DEL SERVICIO CIVIL “CNSC”, al considerar vulnerados los derechos fundamentales 
al debido proceso, igualdad, trabajo y al acceso a cargos públicos. 
 
Siendo competente el Despacho para asumir el conocimiento de la acción 
constitucional impetrada, se procederá a admitir la misma. 

 
Por lo expuesto, el Juzgado, RESUELVE: 

 
PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela presentada por ANGELA CECILIA 
ASTUDILLO MONTENEGRO, que se identifica con cédula de ciudadanía No. 
48.601.091, contra el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR y la 
COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL “CNSC”, por lo tanto, al asunto se le 
imprimirá el trámite previsto por la Ley.  
 
SEGUNDO: CORRER TRASLADO a las Entidades accionadas, suministrar copia del 
respectivo líbelo, para que en el improrrogable término de TRES (3) DÍAS, contados 
a partir de la notificación del presente proveído, remitan a este Despacho 
pronunciamiento detallado sobre los hechos materia de la precitada tutela y ejerzan 
en consecuencia su derecho de contradicción y defensa frente al escrito 
introductorio. 
 
Así mismo, se servirán aportar copia de todos los trámites realizados en cada una de 
las etapas de la Convocatoria No. 433 de 2016 – ICBF, para el CONCURSO DE 
MERITOS con Código OPEC No. 38826, denominado PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 17, del Sistema General de Carrera 
Administrativa del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR.  
 
TERCERO: VINCULAR en calidad de terceros con interés jurídico legítimo de 
conformidad con el artículo 13 del Decreto Ley 2591de 1991, a los aspirantes 
inscritos en la lista de elegibles de la Convocatoria No. 433 de 2016 – ICBF, para el 
CONCURSO DE MERITOS con Código OPEC No. 38826, denominado 
PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 17, del Sistema General de 
Carrera Administrativa del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, 
para que si lo consideran pertinente en el término de dos (2) días contados a partir 
de la fecha de su recibo puedan intervenir en la actuación, por cuanto existe la 
posibilidad que la decisión que aquí se tome los afecte. Para lo cual  se ordena al 
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR y a la COMISIÓN 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL “CNSC” que a través de sus páginas web y/o el 
medio a través del cual se hubiere comunicado el mencionado concurso, pongan en 
conocimiento la presente admisión de la acción de tutela, así como el escrito de la 
acción constitucional, se remita a los correos electrónicos de los aspirantes que se 
encuentran en la lista de elegibles, para que puedan ejercer su derecho de defensa y 
contradicción. Para lo cual se les concede el término de un (1) día siguiente al recibo 
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del oficio que por Secretaria se librará, para que hagan las publicaciones y 
comunicaciones respectivas, remitiendo a este Despacho las constancias de dichos 
actos.  
 
CUARTO: TENER como pruebas para la resolución de la presente acción, los 
documentos aportados con el escrito de tutela y las que se alleguen dentro del 
trámite de la Acción. 
 
QUINTO: TRAMITAR la presente acción de tutela, conforme a los lineamientos 
contemplados por el Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 306 de 1992. 
 
SEXTO: NOTIFICAR por Secretaría, por el medio más expedito y eficaz a los 
intervinientes dentro de la  presente decisión.  
 

NOTIFIQUESE  Y  CÚMPLASE 
 

 

mailto:j02lapayan@cendoj.ramajudicial.gov.co


3. Mediante Resolución No 9544 del 26 de julio de 2018 el ICBF nombró en 
periodo de prueba a quienes habían quedado en los primeros cuatro lugares de 
la lista de elegibles. 

l. Mediante acuerdo No 20161000001 del OS de septiembre de 2016 la Comisión 
Nacional del Servicio Civil (en adelante CNSC) convocó a concurso abierto de 
méritos para proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al 
Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de personal del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (en adelante ICBF), en su momento me 
inscribí para optar por una de las cuatro (04) vacantes del empleo identificado 
con el código OPEC No 38826, denominado Profesional Especializado Código No 
2028, Grado 17. 

2. La CNSC mediante Resolución No 20182020064285 del 22 de junio de 2018 
conformó la lista de elegibles, quedando la suscrita en el quinto lugar. Dicha 
resolución quedo en firma el día 10 de julio de 2018 y conforme el artículo 64 
del Acuerdo 20161000001376 de 2016 tiene una vigencia de dos años. 

l. HECHOS 

ANGELA CECILIA ASTUDILLO MONTENEGRO, mayor y vecina de Popayán, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 48.601.091, actuando nombre 
propio en ejercicio del artículo 86 de la Constitución Política, y de conformidad con 
los Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1386 de 2000 interpongo ante su 
despacho la presente Acción de Tutela, con el fin de que se protejan mis derechos 
fundamentales como son el debido proceso, igualdad, trabajo y el acceso a cargos 
públicos. Para fundamentar esta acción constitucional me he apoyado en el cuerpo 
del fallo de tutela de segunda instancia del Tribunal Contencioso Administrativo del 
Valle del Cauca con radicado No 20190023401, por considerar que se presentan 
similares condiciones fácticas y se propende por la garantía de iguales derechos 
fundamentales, en esa medida me permito relacionar los siguientes: 

ACCIÓN DE TUTELA 
ANGELA CECILIA ASTUDILLO MONTENEGRO 
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, Y 
LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

REF.: 
Accionante: 
Accionados: 

Popayán, abril 14 de 2020 Señores: 
JUZGADO DE REPARTO 
Popayán Cauca 
E. S. D. 



8. El 1 °de agosto de 2019 la CNSC aprobó y expidió "Criterio Unificado sobre las 
listas de eleqíbles en el contexto de la Ley 1960 del 27 de junio de 2019", 
donde adopto: 

"Las listas de elegibles expedidas y que se vayan a expedir con ocasión de 
los acuerdos de los acuerdos de convocatoria aprobados antes del 2 7 de 

7. El 27 de junio de 2019 se expidió la Ley 1960 que modificó la Ley 909 de 2004 
y el Decreto 1567 de 1998 cuyo artículo 6 establece: "El numeral 4 del artículo 
31 de la Ley 909 de 2004, quedará así: "Con los resultados de las pruebas la 
Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad contratada/ por delegación de 
aquella/ elaborará en estricto orden de mérito la lista de elegibles que tendrá 
vigencia de dos (2) años. Con esta ven estrtdo orden de mérito se cubrirán las 
vacantes definitivas de cargos equivalente no convocados, que surjan con 
posteriondad a la convocatoria del concurso en la misma Entidad'. 

6. De otro lado, el Gobierno Nacional expidió el decreto 1479 de 2017 "Por el cual 
se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica la planta 
de personal de carácter permanente del ICBP', creando quinientos noventa y 
uno (591) cargos de carácter permanente cuya denominación era de 
Profesional Especializado Código 2028, Grado 17 iguales a los que opte en la 
convocatoria 433 de 2016; además el acto administrativo determinó que dichos 
cargos debían proveerse siguiendo el procedimiento establecido en la ley 909 
de 2004. 

5. Lo anterior impidió que el ICBF pudiese usar la lista de elegibles contenida en la 
resolución No 20182020064285 del 22 de junio de 2018 en la cual me 
encontraba en turno de opción ante el nombramiento de quienes ocuparon los 
primeros cuatro lugares. 

"Una vez agotadas las listas de elegibles para cada ubicación geográfica de 
un mismo empleo/ se consolidará /a lista general que será usada en estricto 
orden de mérito para proveer las vacantes que no se puedan cubrir con la 
lista territorial previa realización de una audiencia de escogencia de plaza 
de conformidad con el procedimiento establecido en la Resolución 3265 de 
201 O. As/ mismo/ dichas listas serán utilizadas para proveer las nuevas 
vacantes que surjan durante la vigencia en los mismos empleos 
convocados. " 

4. El 22 de noviembre de 2018 la CNSC expidió la Resolución No CNSC - 
20182230156785 que revoca el artículo 4 de los actos administrativos que 
contienen las listas de elegibles proferidas con ocasión de la convocatoria No 
443 de 2016 que señalaban: 



1 Artículo 7 . La presente le~ rige a partir de su publicacion \~i de junio de 2019 l. modifica en lo pertinente la 
L:~ 909 de 200-1 ~ el Decreto le) 156 7 de l 1)98. ~ deroga la' demás disposicionev que le ... can contrarias. 

10.Antes de acudir a la presente acción constitucional he solicitado a través de 
derechos de petición a las partes accionadas, las garantías de mis derechos 
fundamentales y la viabilidad del nombramiento y posesión al cargo que opte 
dentro de la Convocatoria 433 de 2016. Sin que las respuestas dadas 
garanticen un debido proceso. 

9. Para mi caso, las señoras Belsy Lucia Sánchez Ortiz, Nelly del Carmen Ruiz 
Mejía, Gloria Patricia Velasco Gómez y Diana Marcela Guzmán Doncel, las 
cuatro personas primeras en la lista, fueron nombradas y posesionadas en los 
cargos ofertados en la OPEC 38826, por mi parte pase a ocupar el primer lugar 
de la Resolución No 20182020064285 del 22 de junio de 2018 conformó la lista 
de elegibles, no obstante, como la CNSC revocó el artículo cuarto de cada una 
de las 1187 listas de elegibles expedidas con ocasión de la Convocatoria 433 de 
2016, a la fecha no cuento con posibilidad real de acceder a un cargo público 
ofertado por el ICBF en el citado concurso de méritos, dado que las únicas 
cuatro vacantes que se ofertaron en la OPEC 38826, Código 2028 Gradol 7, 
están ocupadas por las señoras antes mencionadas, y según la directriz arriba 
transcrita, dicha lista de elegibles de la que hago parte no podrá ser tenida en 
cuenta ya que fue expedida por un proceso de selección que se adelantó con 
anterioridad a la expedición de la Ley 1960 de 2019, pese a que el artículo 7 de 
la Ley 1960 de 20191 precisa que dicha ley rige a partir de la fecha de su 
publicación, por lo que tanto el ICBF como la CNSC deben acatar lo 
preceptuado por ella, y proveer las vacantes creadas por el Decreto 1749 de 
2017 con las listas de elegibles expedidas en razón de la Convocatoria 433 de 
2016, que para el caso en concreto cuenta con vigencia hasta el 10 de julio de 
2020. 

En consecuencia/ el nuevo requnen conforme con el cual las listas de 
elegibles pueden ser utilizadas para proveer empleos equivalentes en la 
misma entidad únicamente es aplicable a las listas expedidas para los 
procesos de selección que fueron aprobados con posteriorided al 2 7 de 
junio y por esta razón cobijados por la ley ampliamente mencionada. p 

junio de 2019/ fecha de promulgao6n de la Ley 1960/ deben ser utllizadas 
para las vacantes ofertadas en tales acuerdos de convocatoria. 

De otra parte/ los procesos de seteccion cuyos acuerdos de convocatoria 
fueron aprobados con posterioridad a la ley 1960 d 2019/ serán gobernados 
en todas sus etapas por la mencionada tey, incluidas las reglas previstas 
para las listas de elegibles. 



Debido Proceso, igualdad, trabajo y acceso a cargos públicos 

11. DERECHOS VIOLADOS 

12. Señor Juez, el ICBF ha proyectado una respuesta similar para todas las 
personas que de una u otra manera solicitamos información respecto a la 
aplicación de la lista de elegibles, determinando que existen una etapas 
administrativas y financieras que se deben agotar por la entidad y otras tantas 
por parte de la CNSC (no determinando tiempos para su aplicación), de igual 
manera, no tiene en cuenta que las listas de elegibles quedaron en firme en el 
año 2018, para el caso en concreto el 10 de julio de 2018. Es así como no 
tengo ninguna garantía por parte de las entidades accionadas frente al debido 
proceso, es más, considero que las posibles acciones que adelantan estarán por 
fuera de la vigencia de la lista de elegibles, en la cual ocupo el primer lugar una 
vez vinculadas las personas que ocuparon las vacantes ofertadas y en esa 
medida no hay igualdad de trato, se me vulnera el derecho al trabajo y al 
acceso a un cargo público para el cual he hecho los méritos suficientes. 

CODI GRA REGION PERFIL ROL (SEGUN ESTADO RETEN CARGO 
GO DO Al t-1UNICtPTO DEPENDENCIA 

OPEC MANUAL DE PROVJSION SOCIAL FUNCIONES) 
PROFESION 02 AL 2028 17 CAUCJl POPAVf,J..¡ (l. P()P.AYAN PSI(();_()(,! cz ROi. PROVlSIO'~ 
ESPECIALIZ PSKOLOGIA LIOAD 
<\DO A 

PROFESIOr4 
Al 20:!8 11 (,\U(A 

',/.l,'A'.:n 
l r '¡QJlTE PS. '(· -~ - ' R(",¡, PlluV!SlO'I.; í'RU'PISI 

ESPECIALIZ DlQ'JU(t-tt.0 "SlCC " .. ,. LIOA'.:' ONADO ¡. '"' ADO 

"2. solicito conocer los cargos de profesional especializado perfil 
psicología que se encuentran vacantes en los diferentes centros 
Zonales y demás dependencias del ICBF de la ciudad de Popayán 
Csuce". 
A continuación, se relacionan todas las vacantes definitivas del empleo 
Profesional Especializado - Perfil Psicología, (provistas en encargo, 
nombramiento provisional- sin proveer- vacantes desiertas) con las que 
cuenta el Instituto en la Regional Cauca, 

11. En la respuesta dada a la petición realizada el día 17 de marzo del año 
corrientes, en el punto dos, el ICBF pone de manifiesto que en la Regional 
Cauca existen dos vacantes definitivas provistas en provisionalidad una en la 
ciudad de Popayán y otras en el Municipio de Santander de Quilichao, la 
respuesta se dio en los siguientes términos: 



6. Copia de la Resolución No. CNSC-2018202064285 del 22 de junio de 2018 "Por 
medio de la cual se conforma la lista de elegibles para proveer cuatro ( 4) 
vacantes del empleo con el Código OPEC No 38826, denominado PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 17. Del Sistema General de Carrera 
Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria No 
433 de 2016 - ICBF" 

s. Copia de la Resolución 9544 del 26 de julio de 2018 "Por medio de la cual se 
termina unos nombramientos provisionales y se hace un nombramiento en 
periodo de prueba" 

4. Copia de respuesta dada al derecho de petición con radicado No 
202012100000057801 del 03 de marzo del 2020. 

3. Copia de la respuesta dada al derecho de petición presentado el día 17 de 
marzo de 2017. 

2. Copia de la petición presentada ante la Dirección de Gestión Humana del ICBF 
el día 17 de marzo del 2020. 

l. Copia del fallo de tutela de segunda instancia del Tribunal Contencioso 
Administrativo del Valle del Cauca del 18 de noviembre de 2019, accionante 
Jessica Lorena Reyes Contreras, radicado 76001333302120190023401. 

Téngase como pruebas señor Juez las siguientes: 

IV. ELEMENTOS PROBATORIOS 

Con relación a los hechos narrados anteriormente, solicitó la protección de los 
derechos a Debido Proceso, igualdad, trabajo y acceso cargos públicos, en 
consecuencia, se ordene a la CNSC y al ICBF que en el término de 48 horas 
siguientes al fallo de tutela, realicen los trámites administrativos pertinentes para 
que se dé cumplimiento a lo ordenado en los artículos 6° y 7° de la ley 1960 de 
2019 y en consecuencia se autorice y use la lista de elegibles Resolución No 
20182020064285 del 22 de junio de 2018 "Por la cual se conforma la lista de 
elegibles para proveer cuatro ( 4) vacantes del empleo con el Código OPEC No 
38826, denominado PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 17. Del 
Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, Convocatoria No 433 de 2016 - ICBF" para que me nombre y posesionen 
en una de las quinientas noventa y una vacantes definitivas que fueron creadas 
por el Decreto 1479 de 2017, y evitar un perjuicio irremediable. 

j 
• ; 
r 

111. PRETENSIONES 



su respuesta y demás notificaciones podrán hacerse en mi dirección electrónica 
argclcJ ...... stud· '":: cbf.go.., .co y angc!astud11'~lf'9fY'a1' CQm de conformidad con el 
artículo 291 literal quinto , · o General del Proceso. 

Atentamente~ • 

ÁNGELA CECILIA ONTENEGRO 
e.e. 48601091 
Correo electrónico 1 ~· Q~ y 9· ·ast\J_ci!!J;'1:9fl1ª'1.co...m 
Celular:3004657953 

- ICBF en el correo electrónico Tutelasr01cbf.gov.co 
- CNSC en el correo electrónico.O..Q.t!ficaoonesjudiciales@cnsc.gov.co. 

A los accionados: 
VII. NOTIFICACIÓN 

Bajo la gravedad del juramento me permito manifestarle que por los mismos 
hechos y derechos no he presentado acción de tutela ante ningún otro despacho 
judicial. 

VI. JURAMENTO: 

- Copia de la cédula de ciudadanía 

V. ANEXOS 

9. Copia del Decreto Número 1479 del 2017 "Por el cual se suprime la planta de 
personal de carácter temporal y se modifica la planta de personal de carácter 
permanente del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la Fuente 
de Lleras" y se dictan otras disposiciones." 

10. Copia de capturas de pantalla del empleo ofertado en el aplicativo Sistema 
de Apoyo para la igualdad, el mérito y la Oportunidad SIMO. 

• .. • Á -{ 

7. Copia del Acuerdo No CNSC - 20161000001376 del os de septiembre de 2016 
"Por el cual se convoca a concurso abierto de méritos para proveer 
definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de 
carrera Administrativa de la planta de personal deJ Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, Convocatoria No 433 de 2016 - ICBF." 

8. Copia del Criterio Unificado de la CNSC "Lista de elegibles en el contexto de la 
Ley 1960 del 27 de junio de 2019" 
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REPUBLICA DE COLOMBIA                                                        

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

CIRCUITO JUDICIAL DE POPAYÁN 

JUZGADO SEGUNDO PENAL PARA ADOLESCENTES 

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO 

Calle 5 A  1-11   Telefax  8208535 

j02mepayan@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Sentencia de Tutela No.   029 

 

Proceso No. 19001-31-85-002-2020-00024-00 

 

Popayán, diecisiete (17) de junio de dos mil veinte (2020) 

 

Se resuelve la acción de tutela presentada por OLGA LUCIA CHAVARRIA 

ARBOLEDA, identificada con C.C. No. 31.490.902, en contra del INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR –ICBF- y la COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL –CNSC-, por la presunta vulneración de los derechos 

fundamentales al DEBIDO PROCESO, IGUALDAD, TRABAJO y ACCESO A 

CARGOS PÚBLICOS. De manera oficiosa se vinculó al ICBF Regional Cauca, al 

profesional Yon Gelber Borda Álvarez y a los terceros interesados. 

 

ANTECEDENTES 

 

La accionante solicita se protejan los derechos reclamados y en consecuencia 

se ordene a las accionadas, cumplan lo ordenado en los artículos 6 y 7 de la ley 

1960 de 2019 y se autorice y use la lista de elegibles contenida en la resolución 

20182020074485 del 18 de julio de 2018 y procedan a su nombramiento en el 

cargo código OPEC 39066, denominado Profesional Especializado, código 2028, 

grado 17 del sistema general de carrera administrativa del ICBF, expidiendo los 

actos administrativos de nombramiento y posesión, en una de las 591 vacantes 

definitivas, creadas por el Decreto 1479 de 2017, toda vez que participó en la 

convocatoria No. 433 de 2016, convocada por el ICBF y la CNSC, 

inscribiéndose para el cargo referenciado, para proveer dos (2) cargos en la 

Regional Cauca. 

 

Informa que la lista de elegibles quedó conformada y en firme con la 

Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio de 2018 expedida por la 

CNSC, quedando en lista de elegibles nueve (9) profesionales, ocupando la 

accionante el tercer lugar. 

 

El 22 de noviembre de 2018 la CNSC expidió la Resolución No. 

20182230156785, que revocó el artículo 4 de los actos administrativos que 

contienen las listas de elegibles de la convocatoria 433 de 2016, situación que 

impidió que el ICBF pudiera utilizar las listas de elegibles contenida en la 

Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio de 2018, en la cual ella ya se 

encontraba en el primer lugar de elegibilidad, en atención a que las dos 

primeras participantes, ya habían sido nombradas mediante resoluciones No. 

10709 y 10710 del 17 de agosto de 2018. 

 

Luego el gobierno nacional expidió el Decreto No. 1479 de 2017, “por el cual 

suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica la planta de 

personal de carácter permanente del ICBF”, creando 591 cargos permanentes, 

cuya denominación fue de Profesional especializado código 2028, grado 17, 
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similares al que optó en la convocatoria 433 de 2016 y que dichos cargos 

debían proveerse siguiendo el procedimiento establecido en la ley 909 de 2004. 

 

El 27 de junio de 2019 se expidió la Ley 1960 que modificó la ley 909 de 2004 

y el Decreto 1567 de 1998, en cuyo artículo 6 establece: “El numeral 4 del artículo 

31 de la Ley 909 de 2004, quedará así: "con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional 
del Servicio Civil o la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden 
de mérito la lista de elegibles que tendrá vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden 
de mérito se cubrirán las vacantes definitivas de cargos equivalente no convocados, que surjan 
con posterioridad a la convocatoria del concurso en la misma Entidad”. 
 

El 1 de agosto de 2019 la CNSC expidió el: “Criterio unificado sobre las listas 

de elegibles en el contexto de la ley 1960 del 27 de junio de 2019”, adoptando 

la siguiente postura: "Las listas de elegibles expedidas y que se vayan a expedir con 

ocasión de los acuerdos de convocatoria aprobados antes del 27 de junio de 2019, fecha de 
promulgación de la Ley 1960, deben ser utilizadas para las vacantes ofertadas en tales acuerdos 
de convocatoria. De otra parte, los procesos de selección cuyos acuerdos de convocatoria fueron 

aprobados con posterioridad a la ley 1960 de 2019, serán gobernados en todas sus etapas por la 
mencionada ley, incluidas las reglas previstas para las listas de elegibles. En consecuencia, el 
nuevo régimen conforme con el cual las listas de elegibles pueden ser utilizadas para proveer 
empleos equivalentes en la misma entidad únicamente es aplicable a las listas expedidas para 
los procesos de selección que fueron aprobados con posterioridad al 27 de junio y por esta 
razón, cobijados por la ley ampliamente mencionada.”.  
 

Asevera que antes de presentar esta acción, solicitó al ICBF, entre otros 

puntos, información sobre los cargos a nivel nacional existentes por proveer, y 

obtuvo respuesta con oficio del 20 de marzo de 2020, recibido en su correo 

electrónico el 2 de abril siguiente, y le informan que en la Regional Cauca, sede 

Popayán, existe una vacante definitiva con el mismo código y grado al que ella 

participó, la cual está ocupada de forma provisional y además le informan las 

demás vacantes existentes a nivel nacional, por tanto se deben agotar etapas 

administrativas y financieras por parte del ICBF y la CNSC, sin que sea posible 

realizar ningún acto antes de su agotamiento. 

 

En un segundo derecho de petición presentado el 29 de abril de 2020, solicita 

se realice el nombramiento en el cargo vacante por ocupar en la actualidad el 

primer lugar de la lista de legibles o se le nombre en uno de los cargos creados 

con el Decreto 1479 de 2017 en cualquier ubicación geográfica, empero no ha 

obtenido respuesta alguna, pese a que acusaron recibido en la misma fecha de 

envío, es decir el 29 de abril de 2020. 

 

Para soportar sus argumentos, adjunta dos sentencias de tutela por hechos 

similares, que fueron fallados en favor de los accionantes. 

 

Así mismo, el 12 de junio de 2020, a las 6:51 de la tarde, la accionante remite 

al correo institucional, escrito de ampliación de tutela, anexando copia de fallo 

de segunda instancia de fecha 9 de junio de 2020 del Tribunal Superior de 

Popayán–Sala Laboral, que confirma la sentencia de primera instancia 

propuesta por Ángela Cecilia Astudillo Montenegro, contra las mismas 

entidades accionadas en esta tutela. 

 

Pretensión 

 

Solicita la protección de los derechos al debido proceso, igualdad, trabajo y 

acceso cargos públicos y se ordene al ICBF y a la CNSC que en el término de 

48 horas siguientes al fallo de esta acción, realicen los trámites administrativos 

y se dé cumplimiento a lo ordenado en los arts. 6° y 7° de la ley 1960 de 2019 

y se autorice y use la lista de elegibles de la Resolución No 20182020074485 

del 18 de julio de 2018 de la CNSC por la cual proveyeron 2 vacantes del 

empleo identificado con el código OPEC 39066, denominado profesional 
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especializado, código 2028, grado 17 del sistema general de carrera 

administrativa del ICBF y se proceda a expedir el acto administrativo que la 

nombre y posesione en carrera administrativa, en una de las 591 vacantes 

definitivas que fueron creadas por el Decreto 1479 de 2017, y evitar un 

perjuicio irremediable. 

 

Contestación de las Accionadas y vinculados 

 

EL Instituto Colombiano de Bienestar Familiar “ICBF”, en escrito suscrito 

por el abogado Edgar Leonardo Bojaca Castro, Jefe de la Oficina Asesora 

Jurídica, allegó vía correo electrónico el 9 de junio de 2020 a las 5:21 p.m., lo 

siguiente: 

 

Informa que se le dio respuesta de fondo y oportuna a la petición de fecha 3 de 

marzo de 2020, y en cuanto a la segunda petición, se encuentra dentro del 

término, según el artículo 5 del Decreto Legislativo No. 491 de marzo 28 de 

2020, que amplía los términos para atender las peticiones que se encuentren 

en curso o que se radiquen durante la vigencia de la emergencia sanitaria, 

ampliando los términos regulados en la Ley 1437 de 2011. 

 

Con fundamento en las normas vigentes, el ICBF realizó los nombramientos en 

período de prueba de las personas que en mérito ganaron el concurso, por lo 

cual las dos personas ya tienen derechos de carrera por haber superado los 

seis meses de periodo de prueba, por ende el proceso para proveer las 

vacantes de la convocatoria 433 de 2016 para el empleo Profesional 

Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC 39066 en el que participó la 

accionante, ya se surtió con el nombramiento y posesión de las participantes 

que ocuparon los 2 primeros lugares. 

 

En esta respuesta no se aporta el listado de todos los cargos vacantes en 

forma definitiva a nivel nacional, como sí lo hace el profesional Jhon Fernando 

Guzmán Uparela, en respuesta dada a la accionante, de fecha 20 de marzo de 

2020, referente al cargo de profesional especializado código 2038, grado 17 

(provista en encargo, nombramiento provisional –sin proveer–vacantes 

desiertas) con las que cuenta el ICBF, incluidas las creadas con el Decreto 

1479 de 2017, con la correspondiente ubicación geográfica y rol, definido en el 

manual específico de funciones y competencias laborales, vigente para el 

momento de la convocatoria, es decir Resolución 4500 del 20 de mayo de 

2016, relacionando en dicha respuesta con radicado No. 202012100000077691 

del 3 de marzo de 2020, que en la Regional Cauca, con sede en Popayán, 

existe una vacante de igual denominación, y presenta un cuadro con 59 cargos 

por proveer a nivel nacional, de entre los cuales hay 11 con perfil OPEC de 

Trabajo Social, incluida la opción en esta capital. 

 

Por tanto, el ICBF solicita se declare improcedente la tutela, por no cumplir los 

requisitos de relevancia iusfundamental, subsidiariedad y perjuicio irremediable 

y que en el evento que se estime procedente, solicita sea negada, al no 

advertirse violación de derechos fundamentales por conductas atribuibles a la 

entidad. 

 

A su turno la Comisión Nacional del Servicio Civil “CNSC”, en cabeza del 

abogado Carlos Fernando López Pastrana, Asesor Jurídico, allegó vía correo 

electrónico el 9 de junio de 2020, en los siguientes términos: 

 

Aduce que la accionante participó en el concurso de méritos convocado 

mediante Acuerdo 20161000001376 de fecha 5 de septiembre de 2016, para el 

empleo con el código OPEC No. 39066, y que, una vez superadas las fases del 
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concurso, se publicó la Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio de 

2018, "Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer dos (2) 

vacantes del empleo identificado con el Código OPEC 39066, denominado 

profesional especializado, Código 2028, Grado 17 , del Sistema General de 

Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 

Convocatoria No. 433 de 2016 – ICBF", en la cual la accionante ocupó la 

tercera posición con un puntaje de 75.58 puntos. 

 

Respecto de la aplicación de la Ley 1960 de 2019, esta tiene vigencia desde su 

publicación esto es, desde el 27 de junio de 2019, no tiene efectos retroactivos 

y su aplicación se hará para convocatorias posteriores a su entrada en 

vigencia. 

 

De surgir vacancias definitivas en el empleo por renuncia, muerte del titular, 

entre otros, éstas deban ser provistas con los integrantes de la lista 

conformada para el empleo No. 39066 durante el término de vigencia de la 

Resolución 20182020074485 del 18 de julio de 2018, pero hasta el momento 

no existe solicitud de uso de Listas de elegibles por parte del ICBF, para 

proveer vacantes del empleo ofertado con el No. OPEC 39066. 

 

En el caso que el ICBF, a la fecha, disponga de nuevas vacantes con la misma 

denominación, código, grado, asignación básica mensual, propósito, funciones, 

ubicación geográfica y mismo grupo de aspirantes (se refiere al grupo 

normativo de referencia sobre el cual se procesan las calificaciones de la 

prueba escrita para cada OPEC), deberá registrarlas en SIMO y expedir el 

correspondiente Certificado de Disponibilidad Presupuestal y solicitar a la CNSC 

el uso de listas con cobro, para que esta proceda a autorizar dicho uso y se 

provean definitivamente las vacantes existentes.  

 

Solicita entonces, se declare la improcedencia de la tutela, y la desvinculación 

de la acción, por cuanto la entidad carece de legitimación en la causa por 

pasiva, toda vez que si bien es cierto adelantó el proceso de concurso para 

proveer los empleos vacantes en la planta de personal del ICBF, también lo es 

que no tiene ninguna competencia respecto de la administración de la planta 

de personal de dicha entidad, pues la facultad para nombrar y retirar 

servidores públicos se encuentra en cabeza de su Representante legal. 

 

Yon Gelber Borda Álvarez, vinculado de manera oficiosa a la presente 

acción, manifestó que la accionante pretende se haga valer los beneficios de la 

ley 1960 DE 2019, la cual concede ciertos socorros a futuro de los cuales busca 

favorecerse, para que la nombren en los cargos de planta creados en 2017, de 

tal forma que busca un beneficio indebido de retroactividad. 

 

Reconoce que se le permitió acceder al concurso 433 de 2016 y se le han 

brindado todas la garantías dentro de un proceso en el marco jurídico que lo 

reglamentaba y que dentro del mismo debe reconocer que aunque haga parte 

de una lista de elegibles, en su momento no fue la persona con más cualidades 

al reunir las características ni la idoneidad requeridas para desempeñar 

determinado cargo por el cual participo y tan solo paso a ser parte de la lista 

de elegibles de un cargo que tiene una estructura de examen especifico de 

acuerdo con su manual de funciones, de tal forma que sería inapropiado de 

igual manera alegar similitud con otros, buscando beneficios personales en 

vacíos de la norma afectando de manera directa el interés general. 

 

Las consecuencias directas de acceder a su solicitud, impulsaría a otros 

actores, con los mismos principios, a realizar similares reclamos, con afectación 

de toda la planta de personal creada por Decreto 1479 de 2017, no cobijado 
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por la convocatoria 433 de 2016, ni reglada por la ley 1960 de 2019, más 

cuando esta última estipula: “Artículo 7º“. La presente ley rige a partir de su 

publicación, modifica en lo pertinente la Ley 909 de 2004 y el Decreto-

ley 1567 de 1998, y deroga las demás disposiciones que le sean 

contrarias.”, por tanto no indico regir hacia atrás, además  se entendía que la 

única forma de surtir un cargo o empleo público sería mediante concurso de 

méritos, y esta razón se convierte en un hecho de interés general para el país 

porque permite dar cumplimiento al acceso al empleo público consagrado en el 

art 40 numeral 7 de la  Constitución, reconocido que los empleos que ostentan 

se configuran para una próxima convocatoria donde puede participar en 

igualdad de condiciones. 

 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Regional Cauca y los 

Terceros interesados, pese a estar notificados y vinculados a la presente 

acción, no se pronunciaron frente a los hechos. 

 

PRUEBAS 

 

Se allegaron al instructivo los siguientes soportes probatorios al correo 

institucional, en forma digital, las siguientes: 

 

Por parte del accionante: 

 

1.- Fotocopia de Cédula de ciudadanía.  

2.- Acuerdo No CNSC-20161000001376 del 5 de septiembre de 2016 

3.  Captura de pantalla de inscripción a la convocatoria 433 de 2016. 

4.  Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio de 2018 la CNSC 

5.  Resolución 20182230156785 de la CNSC. 

6.  Resolución 10709 y 10710 del 17 de agosto de 2018. 

7.  Petición al ICBF del 3 de marzo de 2020 y su respuesta. 

8.  Petición al ICBF del 29 de marzo de 2020. 

9.  Captura de pantalla con acuso de recibido del ICBF. 

10. Criterio unificado de la CNSC sobre las listas de elegibles. 

11. Decreto 1479 de 2017. 

12. Sentencia No 025 de 28-04-2020 -Juzgado 2 Laboral de Popayán. 

13. Sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca de 

18 de noviembre de 2019. 

 

Por parte del ICBF: 

  

Relación de acciones de tutela, tramitadas en contra de la entidad. 

 

Por la CNSC: 

 

1.- Resolución No. 20182230053135 del 22-05-2018. 

2.- Criterio Unificado “Uso de lista de elegibles en el contexto de la Ley 1960 de 

27 de junio de 2019”. 

3.- Circulas externa No. 0001 de 2020. 

4.- Acuerdo No. CNSC – 2016000001376 DEL 05-09-2016. 

5.- Resolución No. 4411 de 2020 10-03-2020. 

6.- Notificación control de publicaciones – CNSC – 31719 – Publicada. 

 

El vinculado Yon Gelber Borda Álvarez: 

 

Oficio S-2017-533061-8500 del 2017-10-02 y Resolución No. 8941 del 28 de 

septiembre de 2017. 

 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.secretariasenado.gov.co%2Fsenado%2Fbasedoc%2Fley_0909_2004.html%23Inicio&data=02%7C01%7Cj02mepayan%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7Cc98b6d1416ac4fec1ef208d80e25863d%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637274901611599790&sdata=wHBIBpVBTRyK12ivL6h2PqHIp2NOFnzJGm3dR6b9cX4%3D&reserved=0
https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.secretariasenado.gov.co%2Fsenado%2Fbasedoc%2Fdecreto_1567_1998.html%23Inicio&data=02%7C01%7Cj02mepayan%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7Cc98b6d1416ac4fec1ef208d80e25863d%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637274901611599790&sdata=LDe%2BDWMTXviLT0if31vqOYWnv8yXjCF2hEMOb5bp8Bg%3D&reserved=0
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CONSIDERACIONES 

Competencia:  

 

De conformidad con lo establecido por el artículo 86 superior y Decretos 2591 

de 1991, 1382 de 2000 y 1983/17, éste Despacho con categoría de Circuito es 

competente para conocer y decidir, en primera instancia, la acción de amparo 

deprecada. 

 

Problema Jurídico:  

 

Determinar si el ICBF y la CNSC, han vulnerado los derechos fundamentales al 

Debido proceso, Igualdad, Trabajo y Acceso a cargos públicos invocados por la 

accionante, así como el derecho de Petición, al no realizar su nombramiento en 

un cargo igual a aquel para el que concursó, que se encuentra vacante, por la 

omisión de aplicar la prórroga de la lista de elegibles, conforme lo establece la 

Ley 1960 de 2019. 

 

En este contexto, se hará un análisis sobre (i) la Procedencia de la acción de 

tutela (ii) Procedencia de la tutela para controvertir actos administrativos 

expedidos en concurso de méritos; Derechos invocados y iii) resolución del 

caso concreto. 

 

(i) Procedencia de la acción de tutela. 

 

Legitimación en la causa: 

 

Por activa: 

 

La actora es persona natural, mayor de edad con plenas facultades, quien 

interviene en procura de la protección de derechos de rango fundamental. 

 

Por pasiva:  

 

El ICBF y la CNSC son entidades públicas, al igual que el vinculado ICBF 

Regional Cauca, respecto de las cuales se aduce la vulneración de derechos 

fundamentales, actuaron a través de su apoderado judicial y en forma 

personal, cada uno legalmente autorizado para representar sus intereses en 

sede judicial. 

 

El vinculado Yon Gelber, aduce que la decisión que se adopte, también 

repercute en lo que a él concierne, o en los que estén en situación similar. 

 

     (ii) Procedencia excepcional de la acción de tutela para controvertir 

actos administrativos expedidos en el marco de concursos de méritos. 

Sentencia T -090 de 2013. 
  

“3.1. … la acción de tutela es improcedente, como mecanismo principal y 

definitivo, para proteger derechos fundamentales que resulten amenazados o 

vulnerados con ocasión de la expedición de actos administrativos, ya que para 

controvertir la legalidad de ellos el ordenamiento jurídico prevé las acciones 

contencioso-administrativas, en las cuales se puede solicitar desde la demanda 

como medida cautelar la suspensión del acto. Dicha improcedencia responde a 

los factores característicos de residualidad y subsidiariedad que rigen esta 

acción de origen constitucional. 

  

3.2. No obstante, la jurisprudencia constitucional ha trazado dos subreglas en 

las cuales el carácter subsidiario de la acción de tutela no impide su utilización 



 7 

a pesar de existir mecanismos alternos de defensa judicial al alcance del 

interesado. Entonces, procede excepcionalmente la tutela contra actos 

administrativos que regulan o ejecutan un proceso de concurso de 

méritos (i) cuando el accionante la ejerce como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable, el cual debe cumplir con los requisitos de ser 

inminente, de requerir medidas urgentes, de ser grave y de ser impostergable; 

y, (ii) cuando el medio de defensa existe, pero en la práctica es ineficaz para 

amparar el derecho fundamental cuya protección se invoca y que en caso de 

no ser garantizado, se traduce en un claro perjuicio para el actor. 

  

La Corte ha aplicado ésta última subregla cuando los accionantes han ocupado 

el primer lugar en la lista de elegibles y no fueron nombrados en el cargo 

público para el cual concursaron, circunstancia ésta en la que ha concluido que 

el medio idóneo carece de la eficacia necesaria para proveer un remedio pronto 

e integral y, por ende, ha concedido la protección definitiva por vía tutelar. En 

este último caso, corresponde al juez de tutela evaluar si el medio alternativo 

presenta la eficacia necesaria para la defensa del derecho fundamental 

presuntamente conculcado”. 

 

Convocatoria como norma reguladora del concurso de méritos. 

 

… “el concurso de méritos al ser un instrumento que garantiza la selección 

fundada en la evaluación y la determinación de la capacidad e idoneidad del 

aspirante para desempeñar las funciones y asumir responsabilidades, se 

convierte en una actuación administrativa que debe ceñirse a los postulados 

del debido proceso constitucional (artículo 29 Superior). 

  

Para cumplir tal deber, la entidad encargada de administrar el concurso de 

méritos elabora una resolución de convocatoria, la cual contiene no sólo los 

requisitos que deben reunir los aspirantes a los cargos para los cuales se 

efectúa el concurso, sino que también debe contener los parámetros según los 

cuales la misma entidad administrativa debe someterse para realizar las 

etapas propias del concurso, así como la evaluación y la toma de la decisión 

que concluye con la elaboración de la lista de elegibles. Hacer caso omiso a las 

normas que ella misma, como ente administrador expida, o sustraerse al 

cumplimiento de éstas, atenta contra el principio de legalidad al cual debe 

encontrarse siempre sometida la administración, así como también contra los 

derechos de los aspirantes que se vean afectados con tal situación. 

  

Sobre el tema la Sala Plena al asumir el estudio de varias acciones de tutela 

formuladas contra el concurso público de méritos que se adelantó para proveer 

los cargos de notarios en el país, mediante sentencia SU-913 de 2009, 

consignó que (i) las reglas señaladas para las convocatorias son las leyes del 

concurso y son inmodificables, salvo que ellas sean contrarias a la 

Constitución, la ley o resulten violatorias de derechos fundamentales; (ii) a 

través de las reglas obligatorias del concurso, la administración se autovincula 

y autocontrola, en el sentido de que debe respetarlas y que su actividad en 

cada etapa se encuentra previamente regulada; (iii) se quebranta el derecho al 

debido proceso y se infiere un perjuicio cuando la entidad organizadora del 

concurso cambia las reglas de juego aplicables y sorprende al concursante que 

se sujetó a ellas de buena fe. En este punto, esta Sala de Revisión estima que 

si por factores exógenos las reglas del concurso varían levemente en alguna de 

sus etapas, las modificaciones que hacen parte integral de la convocatoria 

inicial, deben ser plenamente conocidas por las partícipes para que de esta 

forma se satisfagan los principios de transparencia y publicidad que deben 

regir las actuaciones de la administración y no se menoscabe la confianza 

legítima que los participantes han depositado en los parámetros fijados para 
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acceder a un cargo de carrera administrativa; y, (iv) cuando existe una lista de 

elegibles que surge como resultado del agotamiento de las etapas propias del 

concurso de méritos, la personas que ocupa en ella el primer lugar detenta un 

derecho adquirido en los términos del artículo 58 Superior, que no puede ser 

desconocido.   

  

4.4. Entonces, a manera de síntesis, la Sala concluye que la resolución de 

convocatoria se convierte en la norma del concurso de méritos y, como tal, 

tanto la entidad organizadora como los participantes deben ceñirse a la misma. 

En caso de que la entidad organizadora incumpla las etapas y procedimientos 

consignados en la convocatoria, incurre en una violación del derecho 

fundamental al debido proceso que les asiste a los administrados partícipes, 

salvo que las modificaciones realizadas en el trámite del concurso por factores 

exógenos sean plenamente publicitadas a los aspirantes para que, de esta 

forma, conozcan las nuevas reglas de juego que rigen la convocatoria para 

proveer los cargos de carrera administrativa”. 

 

             De los derechos al acceso a cargos públicos y al trabajo 

 

“La jurisprudencia ha señalado que el derecho a acceder a un cargo público 

consiste en la prerrogativa que tiene toda persona de presentarse a concursar, 

luego de haber acreditado los requisitos previstos en la respectiva 

convocatoria, y, una vez superadas las etapas del concurso, a evitar que 

terceros restrinjan dicha opción. Ciertamente, el ámbito de su protección se 

circunscribe a (i) “la posesión [hace referencia al acto de posesión en un cargo 

público] de las personas que han cumplido con los requisitos para acceder a un 

cargo”, (ii) la prohibición de establecer requisitos adicionales para posesionar a 

la persona que ha cumplido con las exigencias previstas por el concurso, (iii) la 

facultad del concursante de elegir de entre las distintas opciones de cargos 

públicos disponibles, de ser el caso, aquella que más se ajuste a sus 

preferencias y (iv) la prohibición de “remover de manera ilegítima” a una 

persona que ocupa un cargo público”. 

En relación con el acceso a los cargos públicos, la jurisprudencia ha indicado 

que dicha garantía se materializa en cabeza del ganador del concurso, a 

quien le asiste el derecho a ser nombrado en el cargo para el cual concursó, 

una vez ha superado satisfactoriamente las pruebas aplicadas en la 

convocatoria. Es, precisamente, en este supuesto que el carácter subjetivo 

del derecho al trabajo logra concretarse con certeza a favor del triunfador. Lo 

anterior significa que “la vulneración del derecho al trabajo se produce 

cuando una acción u omisión arbitraria de las autoridades limita 

injustificadamente el ejercicio de una actividad laboral legítima”. 

El Debido proceso 

El respeto al debido proceso involucra “los derechos de defensa, contradicción 

y controversia probatoria, el derecho de impugnación, y la garantía de 

publicidad de los actos de la Administración”. Esto significa el deber de la 

entidad administradora del concurso de (i) fijar de manera precisa y concreta 

las condiciones, pautas y procedimientos del concurso, (ii) presentar un 

cronograma definido para los aspirantes[95], (iii) desarrollar el concurso con 

estricta sujeción a las normas que lo rigen y, en especial, a las que se fijan en 

la convocatoria, (iv) garantizar “la transparencia del concurso y la igualdad 

entre los participantes”, (v) asegurar que “los participantes y otras personas 

que eventualmente puedan tener un interés en sus resultados, tienen 

derecho a ejercer control sobre la forma como se ha desarrollado” y (vi) no 

someter a los participantes a una espera indefinida y con dilaciones 

injustificadas. En tales términos, esta Corte ha indicado que la acción de 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-425-19.htm#_ftn95


 9 

tutela procede únicamente ante la necesidad de “adoptar las medidas que se 

requieran para que las personas que se consideren afectadas por las 

irregularidades detectadas en un concurso, puedan disfrutar de su derecho. 

El derecho a la igualdad 

 

“El artículo 13 superior establece que “Todas las personas nacen libres e 

iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y 

gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 

discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 

religión, opinión política o filosófica. 

 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 

adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado 

protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 

física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 

sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 

 

En el marco de un concurso de méritos, el derecho a la igualdad adquiere una 

connotación especial, pues según lo previsto por el artículo 40 Superior, todo 

ciudadano tiene derecho a acceder al desempeño de funciones y cargos 

públicos, de manera que debe garantizarse que quienes participan en un 

concurso tengan las mismas oportunidades para acceder al cargo ofertado. 

Solo de esta manera se puede asegurar la transparencia que debe regir en 

este tipo de procesos y cumplir con su objetivo, es decir, que se elija a la 

persona que se encuentre mejor capacitada para desempeñar el cargo”. 

 

El Derecho de petición. 

 

Para la protección del derecho de petición contenido en el artículo 23 superior, 

el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa 

judicial idóneo ni eficaz diferente a éste, de modo que quien resulte afectado 

por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo 

ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizarlo. Por esta razón, 

quien encuentre que la debida resolución a sus derechos no fue producida o 

comunicada dentro de los términos que la ley señala, esto es, que se quebrantó 

su garantía fundamental, puede acudir directamente a esta acción. 

 

Ahora, el artículo 5º del Decreto Legislativo No. 491 del 28 de marzo de 2020 

dispone: “Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las 

peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia 

de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 

14 de la Ley 1437 de 2011, así: “Salvo norma especial toda petición deberá 

resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. Estará 

sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

  

(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro 

de los veinte (20) días siguientes a su recepción.  

 

(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades 

en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta 

y cinco (35) días siguientes a su recepción.” 

 

(ii) Caso concreto 

 

El presente asunto aborda la situación de una ciudadana que participó en un 

concurso de méritos convocado por el ICBF, -Convocatoria 433 de 2016-, 
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donde ocupó el tercer lugar, pero que luego de posesionadas quienes ocuparon 

los dos primeros puestos, pasó a ocupar el primer lugar en la lista de elegibles. 

 

Casi que en el mismo tiempo, por Decreto 1479/17 el ICBF avoca una 

reorganización interna, y se crean más de medio centenar de cargos ya de 

carácter permanente, de similares características al optado por la accionante 

en la susodicha convocatoria. 

 

Luego se expide la Ley 1960/19 que modificó la Ley 909/04, y uno de sus 

artículos crea una controversia sobre la forma de utilizar la lista de elegibles, 

entonces la Comisión Nacional del Servicio Civil expide un criterio unificado 

sobre el manejo que debe darse a la lista de elegibles, de suerte que uno de 

los planteamientos centrales para que no se acceda al petitum de la 

accionante, -ser nombrada en uno de esos cargos- es que la nueva Ley no 

tiene efectos retroactivos, sino que rige hacia el futuro. 

 

Cabe señalar que tutelas como la presente, se han adelantado en varios 

despachos judiciales, fallos que la accionante ha traído a la palestra, como 

forma de fundamentar que le asiste razón en el caso en particular, máxime la 

inminencia de la fecha de expiración de la lista de elegibles para el mes de Julio 

del presente año. 

 

Y es que la Litis no es de poca monta, si reparamos que el tema de la 

aplicación correcta de un Concurso de méritos afecta el devenir de tantas 

personas que concurren, y luego de pasar los diversos filtros aspiran a que, 

estando en lista de elegibles y cuando se dé la oportunidad, sean tenidas en 

consideración. 

 

Lo anterior, para lograr que el personal más idóneo y preparado asuma las 

funciones que un cargo requiere, y como forma también de que la estructura 

del Estado tenga como principio el Mérito, -artículo 125 superior- por encima 

de cualquier consideración de orden clientelista, que la mayor de las veces 

permea nuestras instituciones. 

 

Es desde esta perspectiva que hay que realizar la lectura del presente caso, 

para de esa forma materializar ese amplio catálogo de derechos que tiene la 

Carta, pero que tantas veces se quedan en la teoría y en una mera 

expectativa, por cuanto este Concurso de méritos no ha estado ajeno a las 

vicisitudes, ya de orden jurídico, en cuanto atañe a la interpretación de 

normas, o de orden práctico, como es que las directivas no asuman a plenitud 

el nuevo orden. 

 

Esto último se avala, porque previo a la interposición de la tutela, la accionante 

elevó ante el ICBF, sendos derechos de petición, del 3 de marzo y 29 de abril 

de 2020. En la primera, la accionada contestó que existe en esta Regional una 

vacante, con las mismas características para la que concursó, según lo da a 

conocer el abogado Jhon Fernando Guzmán, Director de Gestión Humana (E) 

del ICBF, respecto a las vacantes definitivas del empleo Profesional 

Especializado Código 2028 grado 17 con las que cuenta el ICBF, incluidas las 

creadas con el Decreto 1479 de 2017, en la Regional Cauca, sede Popayán, de 

que existe una vacante de igual denominación, y presenta un cuadro 

relacionando un total de 59 cargos por proveer a nivel nacional, de entre los 

cuales hay 11 con perfil OPEC de Trabajo Social, incluida la opción de la ciudad 

de Popayán. 

 

Entonces, tal como lo consignó la CNSC, en su respuesta de tutela, de existir 

dicha vacante, “el ICBF deberá registrarlas en SIMO y expedir el 
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correspondiente Certificado de Disponibilidad Presupuestal y solicitar a la CNSC 

el uso de listas con cobro, para que esta proceda a autorizar dicho uso y se 

provean definitivamente las vacantes existentes”. 

 

De igual manera, la CNSC aclara que hasta el momento no existe solicitud de 

uso de Listas de Elegibles por parte del ICBF, para proveer vacantes del 

empleo ofertado con el No. OPEC 39066. 

 

De suerte, entonces, que existiendo la vacante, el ICBF debió obrar de 

conformidad, y no proveer de manera provisional un cargo para el cual existe 

una lista de elegibles, emanado de un concurso de méritos –convocatoria 

433/16- que se encuentra vigente. 

 

De ahí que, consecuente con la respuesta ofrecida en la primera petición, la 

accionante elevó un segundo escrito tendiente a que fuera nombrada en cargo 

similar al cual concursó y que se encuentra vacante, empero hasta la fecha no 

ha obtenido respuesta, con el argumento que el Decreto Legislativo No. 491 

del 28 de marzo de 2020, artículo 5, amplió los términos para dar respuesta a 

las peticiones, y a la fecha de contestación de la acción -9 de junio de 2020-, 

aún se encontraba dentro del término legal para hacerlo. 

 

Empero, según lo normado en dicho Decreto “Salvo norma especial, toda 

petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su 

recepción”, se observa que a la fecha el término se encuentra vencido, si se 

acota que la entidad acusó recibo el 29 de abril de 2020, feneciendo dicho 

término el 12 de junio pasado.  

 

Visto pues que el derecho de Petición no tuvo vocación de prosperidad, y 

agotando un camino previo, la accionante enfiló baterías por medio de la acción 

de tutela, de suerte que hay que analizar si se cumplen los presupuestos de 

inmediatez y subsidiariedad, o si existiendo un mecanismo judicial común que 

proteja los derechos invocados, no sea útil, dada la presencia de un perjuicio 

irremediable. 

 

Sobre la Inmediatez, se observa que la accionante propuso la acción dentro 

de un término razonable, atendida la cronología de la secuencia normativa, en 

especial, cuando dada la interpretación suscitada por la forma de aplicación de 

Lista de elegibles, la CNSC emitió un criterio orientador que, incluso el Tribunal 

Administrativo del Valle en la tutela que dirimió, no aplicó por inconstitucional, 

amén de que en forma previa –en marzo y abril de este año- agotó el camino 

de hacer valer sus prerrogativas por medio del derecho de Petición. 

 

En cuanto a la Subsidiariedad, si bien existe el camino del proceso 

administrativo de nulidad y restablecimiento de derechos, lo cierto es que en la 

práctica se presentan dos obstáculos: el uno, que dada la situación actual de 

salud, esta clase de procedimientos está temporalmente suspendido, de suerte 

que sería inane provocarlo, y mucho menos solicitar una medida provisional de 

suspensión del acto administrativo. 

 

Y lo segundo, es que el término de duración del registro de elegibles está muy 

próximo a fenecer -julio de 2020-, con lo cual la anterior alternativa no tendría 

ninguna razón de ser, aspecto que le impediría acceder al empleo público, y 

por ende, derivaría en un Perjuicio irremediable.  

 

Si en gracia de discusión la accionante tomara el camino del proceso 

administrativo, a buen seguro el ICBF estará preparando el terreno para el 

próximo concurso de méritos y dada la duración de aquel proceso, la 
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accionante tendría que confrontar su derecho con el futuro registro de 

elegibles, con total distorsión de la eficacia de la norma. 

 

De otro lado, se ha argumentado que una de las razones para no proceder a 

conceder el derecho a la accionante, es que la Ley 1960 de 2019 no tiene 

carácter retroactivo, como forma de eludir que es menester tener en 

consideración la lista de elegibles que emana de la convocatoria No. 433 de 

2016, sin embargo el artículo 6 de dicha Ley prevé que de la lista de elegibles y 

en estricto orden de mérito, se cubrirán las vacantes para las que se efectuó el 

concurso y “las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que 

surjan con posterioridad a la convocatoria del concurso en la misma Entidad”, 

 

En este evento es indudable de que se trata de una vacante definitiva de un 

cargo para el que concursó la accionante, aspecto que no es objeto de 

discusión y aunque surgió con posterioridad a la convocatoria, está en el 

derecho de que se le nombre en cualquiera de los nuevos cargos similares al 

que concursó, sin que la norma haga alusión a que solo aplica para aquellos 

registros de elegibles posteriores a su vigencia. Una tesis distinta implica un 

abierto desconocimiento del debido proceso. 

 

Igualmente se debe tener en cuenta que el registro de elegibles, como acto 

administrativo, tiene como finalidad, establecer la forma de provisión de los 

cargos objeto de concurso, con un carácter obligatorio para la administración y 

su desconocimiento acarreará consecuencias adversas a quienes lo 

desconozcan. 

 

Si los argumentos anteriores no fueren convincentes, el Despacho acoge los 

expuestos en tutelas de iguales características, proferida la una el 18 de 

noviembre de 2019 por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del 

Cauca, que revocó la emitida por el Juzgado veintiuno administrativo oral de 

Cali -en contra de las mismas accionadas-, decisión que amparó el derecho de 

aquellos integrantes que hacían parte del registro de elegibles, contenido en la 

Res. CNSC-20182230040835 del 26 de abril de 2018. 

 

Y la otra, de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Popayán, que en reciente 

providencia del 9 de junio de 2020, confirmó la decisión de 28 de abril de 2020 

del Juzgado Segundo Laboral de esta capital, radicado No. 

190013105002202000072, accionante Ángela Cecilia Astudillo Montenegro 

contra el ICBF y la CNSC, en hechos y pretensiones de similar connotación, 

decisiones que reposan en este trámite constitucional. 

 

Sobre el particular, no es de recibo para la Judicatura, la tesis de que las 

anteriores sentencias no puedan tomarse como precedente, pues según la 

contraparte, debe esperarse el pronunciamiento final de la Corte 

Constitucional, sin reparar que para tomar esta decisión, como la de los citados 

fallos, se lo ha hecho con sustento en jurisprudencia emitida por dicha 

Corporación.  

 

Ahora, pese a que la accionante no invocó, entre los derechos pretermitidos, el 

de petición, observa el Despacho que este se encuentra vulnerado por parte 

del ICBF, al no ofrecer hasta la fecha, respuesta clara, de fondo y oportuna a la 

petición presentada por la accionante el 29 de abril de 2020, empero, por la 

posición ofrecida en sede de tutela, a buen seguro la respuesta sería negativa, 

de suerte que la susodicha omisión, se subsana con la decisión que en seguida 

se ofrece. 
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La misma se contrae a que se tutelarán los derechos fundamentales de la 

accionante cuya protección invoca y por tanto se ordenará al ICBF que: (i) 

dentro de las cuarenta y ocho horas (48) siguientes de notificada esta decisión, 

proceda a registrar las vacantes creadas con el Decreto 1479 de 2017 y 

respecto del registro de elegibles contenido en la Resolución 20182020074485 

del 18 de julio de 2018, cargos Código OPEC N° 39066 denominado Profesional 

especializado, Código 2028, Grado 17 del Sistema General de Carrera 

Administrativa del ICBF, en el SIMO y expida el correspondiente Certificado de 

disponibilidad presupuestal, solicitando a la CNSC el uso de listas con cobro, sin 

que pueda exceder de ocho días calendario. (ii) La CNSC una vez el ICBF 

cumpla con lo anterior, procederá a elaborar y autorizar el uso de la lista de 

elegibles dentro de los diez (10) días siguientes al vencimiento para optar y 

una vez notificado y en firme dicho acto, lo remitirá dentro de los cinco (5) días 

siguientes al ICBF que deberá nombrar a la aspirante dentro de los ocho (8) 

días siguientes al recibo de las listas, observando en todo caso el estricto orden 

de mérito. 

 

De capital importancia es hacer notar a las accionadas, que deben obrar con 

total diligencia, y de manera coordinada, dado que el término de vigencia de 

la lista de elegibles del concurso de méritos de la convocatoria 433/16, fenece 

en el mes de Julio del corriente año, sin que sea de recibo que por trámites de 

orden burocrático, las expedición de los actos respectivos superen la fecha 

límite de su vigencia. 

 

Finalmente, se procederá a la desvinculación del ICBF Regional Cauca, en el 

entendido de que las decisiones atinentes al tema que nos ocupa, está 

centralizado en la Sede Nacional, en cabeza de su Directora. 

 

De igual manera, se procederá con Yon Gelber Borda Álvarez, toda vez que se 

extracta de la foliatura que es un profesional que presta sus servicios en la 

Regional ICBF del Casanare, y como nombrado en provisionalidad se opone se 

provean cargos de lista de elegibles, empero la decisión adoptada en este fallo 

tiene incidencia particular en la Regional Cauca. 

 

En virtud de lo expresado, el JUZGADO SEGUNDO PENAL PARA 

ADOLESCENTES con FUNCION DE CONOCIMIENTO de POPAYAN, administrando 

justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DECLARAR PROCEDENTE la acción de tutela presentada por OLGA 

LUCIA CHAVARRIA ARBOLEDA que se identifica con CC No. 31.490.902 de 

Zarzal, Valle, contra el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

ICBF y la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC-. 

 

SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales al Debido proceso, igualdad, 

trabajo y acceso a cargos públicos a favor de OLGA LUCIA CHAVARRIA 

ARBOLEDA. 

 

TERCERO: ORDENAR al ICBF que: (i) dentro de las cuarenta y ocho horas 

(48) siguientes de notificada esta decisión, proceda a registrar las vacantes 

creadas con el Decreto 1479 de 2017 y respecto del registro de elegibles 

contenido en la Resolución 20182020074485 del 18 de julio de 2018, cargos 

Código OPEC N° 39066 denominado Profesional especializado, Código 2028, 

Grado 17 del Sistema General de Carrera Administrativa del ICBF, en el SIMO y 

expida el correspondiente Certificado de disponibilidad presupuestal, solicitando 

a la CNSC el uso de listas con cobro, sin que pueda exceder de ocho días 
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calendario. (ii) La CNSC una vez el ICBF cumpla con lo anterior, procederá a 

elaborar y autorizar el uso de la lista de elegibles dentro de los diez (10) días 

siguientes al vencimiento para optar y una vez notificado y en firme dicho acto, 

lo remitirá dentro de los cinco (5) días siguientes al ICBF que deberá nombrar 

a la aspirante dentro de los ocho (8) días siguientes al recibo de las listas, 

observando en todo caso el estricto orden de mérito. 

 

Se insta a las accionadas, que obren con total diligencia, y de manera 

coordinada, dado que el término de vigencia de la lista de elegibles del 

concurso de méritos de la convocatoria 433/16, fenece en el mes de Julio del 

corriente año, sin que sea de recibo que por trámites de orden burocrático, las 

expedición de los actos respectivos superen la fecha límite de su vigencia. 

 

CUARTO: DESVINCULAR al ICBF Regional Cauca, en el entendido de que las 

decisiones atinentes al tema que nos ocupa, está centralizado en la Sede 

Nacional, en cabeza de su Directora. De igual manera, se procederá con el 

profesional Yon Gelber Borda Álvarez, por las consideraciones precedentes. 

 

QUINTO: NOTIFÍQUESE a las partes y vinculado la presente decisión, a los 

correos electrónicos suministrados por aquellos. 

 

SEXTO: Si esta decisión no fuere impugnada dentro de los tres días siguientes 

a su notificación, se remitirá el expediente a la Corte Constitucional, para su 

eventual revisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE. 

 

El Juez, 

 

 



Popayan 06 de agosto de 2020 

 

Señor 

JOHN FERNANDO GUZMÁN UPARELA 

Director de Gestión Humana  

INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

CIUDAD 

 

Ref. Derecho de Petición y solicitud de información  

 

Cordial y atento saludo 

Yo Yudi Marina Mamian Guzman, identificada con Cedula de Ciudadanía No 1.061.707.065 con lugar 

de expedición Popayan Cauca y domiciliada en la Diagonal 16 No 18B-15 Versalles la ladera del 

municipio de Popayan Cauca, de profesión Contadora Publica – Especialista en Revisoría Fiscal y 

Contraloría, en ejercicio del derecho de petición que consagra el articulo 23 de la Constitución Política 

de Colombia, ley 1755 del 30 de junio de 2015 y demás normas concordantes, por medio del presente 

de manera respetuosa me permito poner en su consideración los siguientes hechos  y peticiones. 

HECHOS 

1.- Participé en el concurso de méritos No 433 de 2016 del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR, para el Nivel: Técnico, denominación del cargo Técnico Administrativo, Grado 11, Código 

3124 y empleo identificado con el Código OPEC No. 35871, adelantado por la Comisión Nacional del 

Servicio Civil, convocatoria dentro de la cual hago parte de la lista de elegibles en el puesto No 9. 

2.- Tengo conocimiento que de dicha lista de elegibles se han nombrado a personas para suplir 

vacantes ofertadas.  

3.- Igualmente que de acuerdo con el concepto de enero de 2020 de la CNSC los cargos creados con 

posterioridad a la aprobación de la lista de elegibles se deben surtir en estricto orden de méritos con 

las listas de elegibles que surgieron de la mencionada convocatoria.  

4.- En la Regional Cauca y en la planta del ICBF existen vacantes en el cargo Nivel: Técnico, 

denominación del cargo Técnico Administrativo, Grado 11, Código 3124 y empleo identificado con el 

Código OPEC No. 35871.   

PETICION: 

1.- Se me allegue una relación pormenorizada de la cantidad exacta de empleos en la planta de 

personal de carácter permanente del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR “CECILIA DE 

LA FUENTE DE LLERAS”, denominados Técnico Administrativo, Código 3124, Grado 11, creados 

mediante decreto 1479 del 04 de septiembre de 2017, el cual fue emitido por el Departamento 



Administrativo de la Prosperidad Social, a si mismo las ciudades o lugares donde se encuentran 

disponibles dichos cargos. 

2.- En razón a la solicitud que antecede se proceda a mi nombramiento en una de las vacantes creadas 

con posterioridad a la aprobación de la lista de elegibles de conformidad con los establecido por la 

CNCS, con el fin de evitar un perjuicio irremediable y amparada en un derecho constitucional. 

Lo anterior debido al derecho que me asiste como participante y posterior miembro de la lista de 

elegibles generada dentro del concurso de méritos No 433 de 2016 del INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR, Nivel: Técnico, denominación Técnico Administrativo, Grado 11, Código 3124 

y empleo identificado con el Código OPEC No. 35871, adelantado por la Comisión Nacional del 

Servicio Civil, expresando a usted que en virtud de la misma convocatoria el pasado 03 de agosto de 

2020, me fue remitida la notificación de terminación del cargo de provisionalidad que actualmente 

desempeño en la misma Entidad, como AUXILIAR ADMINISTRATIVO CODIGO 4044 GRADO 11. 

 

ANEXOS: 
Para los efectos pertinentes, anexo copia de: 
Copia de la Cedula de Ciudadanía 
RESOLUCIÓN No. CNSC - 20182020063425 DEL 22-06-2018 lista de elegibles 
COMUNICACIÓN TERMINACIÓN NOMBRAMIENTO PROVISIONAL  
Decreto 1479 del 4 de septiembre de 2017 emitido por el departamento Administrativo para la 
prosperidad social. 
 
NOTIFICACIONES: 
Recibiré Notificaciones en la Diagonal 16 No 18B-15 Versalles la ladera del municipio de Popayan 
Cauca, Correo electrónico: yudisitaguzman@gmail.com celular 3127353484 
 
 

Sin otro particular 
 
 
 

 

YUDI MARINA MAMIAN GUZMAN  
CC No 1.061.707.065 de Popayan cauca 
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"Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer tres (3) vacantes del empleo identificado con 
el Código OPEC No. 35871, denominado Técnico Administrativo, Código 3124, Grado II, del Sistema 

General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria No. 433 
de 2016 - ICBF" 

LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL — CNSC 

En ejercicio de las facultades previstas en el artículo 11 y  en el numeral 4° del artículo 31 de 
la Ley 909 de 2004, el artículo 2.2.6.20 del Decreto 1083 de 2015, el Decreto Ley 760 de 

2005, el artículo 57 del Acuerdo No. 20161000001376 de 2016, y 

CONSIDERANDO 

De conformidad con lo establecido en el artículo 125 de la Constitución Política, los empleos 
en los órganos y entidades del Estado son de carrera, salvo las excepciones allí previstas, y 
tanto el ingreso como el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los 
requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los 
aspirantes. 

Por su parte, el artículo 130 Constitucional creó la Comisión Nacional del Servicio Civil - 
CNSC, como un organismo autónomo de carácter permanente de nivel Nacional, 
independiente de las ramas y órganos del poder público, dotada de personería jurídica, 
autonomía administrativa y patrimonio propio, cuyas funciones son administrar y vigilar los 
sistemas de carrera administrativa, excepto los especiales de origen Constitucional. 

Según lo señalado en el literal c) del artículo 11 de la Ley 909 de 2004, la Comisión Nacional 
del Servicio Civil — CNSC, tiene como función, entre otras, la de adelantar las convocatorias 
a concurso para el desempeño de empleos públicos de carrera, de acuerdo con los términos 
que establezcan la Ley y el reglamento. 

En observancia de las citadas normas la CNSC, mediante el Acuerdo No. 20161000001376 
del 5 de septiembre de 2016, convocó a concurso abierto de méritos para proveer 
definitivamente los empleos vacantes de la planta de personal pertenecientes al Sístema 
General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
Convocatoria No. 433 de 2016 - ICBF. 

En virtud de lo anterior, conforme a lo dispuesto en el artículo 571  del Acuerdo No. 
20161000001376 de 2016, en concordancia con lo previsto en el numeral 4° del artículo 312 
de la Ley 909 de 2004, una voz se adelanten todas las etapas del proceso de selección y se 
publiquen los resultados definitivos obtenidos por los aspirantes en cada una de las pruebas 
aplicadas durante el Concurso Abierto de Méritos, la Comisión Nacional del Servicio Civil 
procederá a conformar la lista de elegibles, en estricto orden de mérito, con los concursantes 
que aprobaron la prueba eliminatoria y con los resultados en firme de cada una de las 
pruebas del proceso de selección. 

1 'ARTÍCULO 5. CONFORMACIÓN DE LISTAS DE ELEGiBLES. La Universidad o Institución do Educación Superior que la CNSC contrate para el efecto, 
consolidará los resultados publicados debidamente ponderados por el valor de cada prueba dentro del total del Concurso Abierto de Méritos y la CNSC 
conformará la lista de elegibles para proveer las vacantes definitivas de los empleos objeto de la presente Convocatoria, con base en la información que le ha 
sido suministrada, y en estricto orden de mérito." 

2 Articulo 31. (...) 4. Listas de elegibles. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad contratada, por delegación de 
aquella, elaborará en estricto orden de mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se cubrirán 
las vacantes para las cuales se efecluó el concurso 

O II O' II U O' II II II II II 



34669707 CARMEN GECIUA RIVERA TORRES 

76336106 EIVER MORCILLO ALVARADO 

4675371 JESUS MEDARDO ORDOÑEZ TRUJILLO 
:ICiAR.ó.SROOIBARRAo::  

1061749427 JOSE JHON ANDERSON BUESAQUILLO CASTRO 69,16 

CC 34570979 NARDA LORENA PALTA 

ASTRID LUCIA BASTIDAS QUILINDO 1001716580 

1 0567-23 

)ocurento' Nonb 

61735248 ANDRES TELIrE uONOAY6ORD 

37124493 ALBANY ZABEIDA ROMO FUERTES 

Lp! J1MIÑ 

i06;1•7424 

1061742587 

•MANGZMAN 

L ODAI.R CAJAS HÓYO 

853007 

1061780614 LINA MARIA GAVIRIA IMBACHI 

6281 ANDRES VALUENA TAPIA 

GIOVANA DEL MAR CAMPO QUINTERO 

CLAUDIA PATRICIA GOMEZ GOMEZ 

4O.92 ;DLY SENEY LLA GAÓN 

po 
r umeri 

CC 

oc 
(JO 

cC .  

CC 

cb 
Cc 

CC 

CC 

CC 

Cy 

CC 

CC 

c6 
CC.  

CC 

71,13 

70,59 

RID VANESSA LREJOS MELLIZ 

CLAUDIA LISETH CHAVES LOPEZ 

UD 

68,64 

67,09 

66,00 

65,21 

AA 

24 CC 06572353 

10305203 

96Oi551i 

25284823 

í2E10P 41 
1005297573 

10(37861901 

252899 

1061765568 

CLARA IBETH JOAQUL ZUÑIGA 

JAROL 1IR BOJORGE ESCOBAR 

YLMI ADRIAN MONTENEGRO 

MARIA DEL PILAR CASTILLO 

LORENA PAOLA CERON VALLEJO 

IAS,ILNEEHURTA 

LILIAM PAOLA KERGUELEN ARTEAGA 

ISABEL CRISTINA DAZA PACHECO 

28 

29 

¿0 

32 

33 

34 

63,22 

62,39 

1 

12 

14 

20182020063425 Página 2 de 4 

"Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer tres (3) vacantes del empleo identificado con 
el Código OPEC No. 35871, denominado Técnico Administrativo, Código 3124, Grado 11, deI Sistema 

General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria No. 433 
de 2016 - ICBF" 

En mérito de lo expuesto, y teniendo en cuenta que mediante Acuerdo No. 555 del 10 de 
septiembre de 2015, se dispuso que es función de los despachos de los comisionados 
proferir los actos administrativos mediante los cuales se conforman y adoptan las listas de 
elegibles, para garantizar la correcta aplicación del mérito, durante los procesos de selección; 
de conformidad con los asuntos y competencias asignadas por la Sala a cada Despacho, 

RESUELVE 

ARTÍCULO PRIMERO.- Conformar la lista de elegibles para proveer tres (3) vacantes del 
empleo identificado con el Código OPEC No. 35871, denominado Técnico Administrativo, 
Código 3124, Grado 11, ofertado en el marco de la Convocatoria No. 433 de 2016 - ICBF, 
reglamentada por el Acuerdo No. 20161000001376 del 5 de septiembre de 2016, así: 



Nombre Pni j  
-. .... '-. .. ,.1 

34326911 VIVIANAANDREASAMBONI ZAMBRANO 6218 

36755574 SANDRA MARILUZ LOPEZ BENAVIDES 62,08 

37 CC 34327235 DEYSI AMANDA ASTAIZA RUIZ 
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38 CC 4 

39 CC 

40 

41 CC 1061694664 ALFREDO CERON JIMENEZ 60 55 

42 CC 

43 CC 1061738025 JUAN FELIPE BENAVIDES GONZALEZ 59,67 

44 . CC .10297610JULIAÑ ALBERTO MANCHOLA CAPOTE 59,65 

45 CC 1061749992 BERNARDO SANTIAGO GOMEZ MUÑOZ 51 

ARTÍCULO SEGUNDO.- De conformidad con el artículo 14 del Decreto Ley 760 de 2005, 
dentro de los cinco (5) días siguientes a la publicación de la lista de elegibles, la Comisión de 
Personal de la entidad u organismo interesado en el proceso de selección o concurso, podrá 
solicitar a la Comisión Nacional del Servicio Civil, la exclusión de la lista de elegibles de la 
persona o personas que figuren en ella, cuando haya comprobado cualquiera de los 
siguientes hechos: 

o Fue admitida al concurso sin reunir los requisitos exigidos en la Convocatoria. 
o Aportó documentos falsos o adulterados para su inscripción. 
o No superó las pruebas del concurso. 
o Fue suplantada por otra persona para la presentación de las pruebas previstas en el 

concurso. 
o Conoció con anticipación las pruebas aplicadas. 
o Realizó acciones para cometer fraude en el concurso. 

ARTÍCULO TERCERO.- Los aspirantes que sean nombrados con base en la lista de 
elegibles de que trata la presente Resolución, deberán cumplir con los requisitos exigidos 
para el desempeño del empleo, de acuerdo con lo establecido en la Convocatoria No. 433 de 
2016 ICBF, y demostrarlos al momento de tomar posesión. Así mismo, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 2.2.5.7.4 y  2.2.5.7.6 del Decreto 1083 de 2015, en concordancia 
con los artículos 4° y  5° de la Ley 190 de 1995, corresponde a la entidad nominadora, antes 
de efectuar nombramiento o dar posesión, verificar el cumplimiento de los requisitos y 
calidades de las personas designadas para el desempeño de los empleos. 

ARTÍCULO CUARTO.- Una vez agotadas las listas de elegibles para cada ubicación 
geográfica de un mismo empleo, se consolidará la lista general que será usada en estricto 
orden de mérito para proveer las vacantes que no se puedan cubrir con la lista territorial, 
previa realización de una audiencia de escogencia de plaza de conformidad con el 
procedimiento establecido en la Resolución 3265 de 2010. Así mismo dichas listas serán 
utilizadas para proveer las nuevas vacantes que surjan durante su vigencia en los mismos 
empleos convocados. 

ARTÍCULO QUINTO.- La Lista de Elegibles conformada a través del presente Acto 
Administrativo tendrá una vigencia de dos (2) años contados a partir de la fecha de su 
firmeza, conforme a lo establecido en el artículo 64 del Acuerdo No. 20161000001376 de 
2016, en concordancia con el numeral 4° del artículo 31 de la Ley 909 de 20.04. 

ARTÍCULO SEXTO.- La presente Resolución deberá ser publicada a través de las páginas 
Web del Instituto Colombíano de Bienestar Familiar, Entidad a la cual pertenece el empleo 

1061739160 ANA LUCIA RODRIGUEZ SINISTERRA 60,11 

ÉVICTOR GUILLERMO LABIO QUINTERO . 61,84 1 
1061691452 JACKELINE SOTELO CERÓN 61 69 

. .....30872JO..EDUARDOGUTIERREZNARVAEZ 6110 
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para el que se conforma la lista, y de la Comisión Nacional del Servicio Civil, de conformidad 
con lo dispuesto en el articulo 33 de la Ley 909 de 2004. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- La presente Resolución rige a partir de su firmeza y contra la misma 
no procede ningún recurso, sin perjuicio de la solicitud facultativa y exclusiva de que trata el 
artículo segundo del presente Acto Administrativo. 

Dadaén Bogotá D.C., 

PUBLÍQUESE Y C' fLASE 

OSÉ ARIEÍfl'EPÚL  DA MARTÍNEZ 
7 Com: onado 

Aprobó: Johanna Patricia Benliez Páez- Asesora De 
Revisó: Ana Dolores Correa — Gerente de Convoc 
Proyectó: ¡'lay/a Tafiana Boleños Orne — Grupo 

2016 ICBF 
cetaria 433 de 2016 ICBF 



Instituto Colombiano de Bienestar Familiar
Cecilia De la Fuente de Lleras 
Dirección de Gestión Humana 
Clasificada 

Los datos proporcionados serán tratados de acuerdo con la política de tratamiento de datos personales del ICBF y la Ley es 1581 de 2012.

Sede Direccion General
Avenida carrera 68 No.64c – 75

PBX: 437 7630

Línea gratuita nacional ICBF
01 8000 91 8080

MEMORANDO

*202012100000109623*
Radicado No: 202012100000109623

Para: YUDI MARINA MAMIAN GUZMÁN
Auxiliar Administrativo

 Regional Cauca - Grupo Financiero 

Asunto: TERMINACIÓN NOMBRAMIENTO PROVISIONAL 

Fecha: 2020-08-03

Reciba un cordial saludo,

En nombre del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en todo el territorio nacional, es
el  deseo  expresarle  nuestro agradecimiento  por  su  esfuerzo y  dedicación  con el  que
contribuyó en la construcción de un mejor país para todos.

Con su trabajo, usted contribuyó al cumplimiento de los programas y proyectos dirigidos al
desarrollo  y  protección  integral  de  los  niños,  niñas,  adolescentes  y  las  familias
colombianas que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad social,  económica o
afectiva, dándoles la oportunidad de iniciar un camino de reconstrucción de sus proyectos
de vida y hacer de Colombia, la patria grande que todos merecemos.

Como es de su conocimiento, la Comisión Nacional del Servicio Civil - CNSC, mediante el
Acuerdo No. 20161000001376 del 5 de septiembre de 2016, convocó a concurso abierto
de méritos para proveer definitivamente los empleos vacantes de la planta de personal
pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - “Cecilia De la Fuente de Lleras” - ICBF, Convocatoria No. 433 de
2016.

Teniendo en cuenta lo anterior, le informo que mediante la Resolución No. 3668 del 01 de
junio de 2020, de la cual adjunto copia para su conocimiento, le ha sido terminado el
nombramiento provisional en el  cargo de AUXILIAR ADMINISTRATIVO CODIGO 4044
GRADO 11 de la Planta Global de Personal del ICBF asignado a la Regional  CAUCA,
ubicado en el GRUPO FINANCIERO, por las razones expuestas en la parte considerativa
de la citada Resolución.



Instituto Colombiano de Bienestar Familiar
Cecilia De la Fuente de Lleras 
Dirección de Gestión Humana 
Clasificada 

Los datos proporcionados serán tratados de acuerdo con la política de tratamiento de datos personales del ICBF y la Ley es 1581 de 2012.

Sede Direccion General
Avenida carrera 68 No.64c – 75

PBX: 437 7630

Línea gratuita nacional ICBF
01 8000 91 8080

La fecha de efectividad de la terminación de su nombramiento provisional es a partir de la
fecha  de  posesión  de  la  persona  nombrada  en  el  artículo  primero  de  la  precitada
Resolución. 

Como consecuencia de lo anterior, usted deberá hacer entrega de los asuntos y bienes a
su cargo, así como hacer la devolución del carné del ICBF y hacer entrega del formato de
declaración  juramentada  de  bienes  y  rentas  debidamente  diligenciado,  así  como  dar
cumplimiento a los demás aspectos señalados en el procedimiento para la entrega de
cargo o finalización del contrato de prestación de servicios.

Para lo arriba señalado, es indispensable que consulte el documento mencionado en el
siguiente  enlace: https://www.icbf.gov.co/apoyo/gestion-del-talento-humano/gestion-
humana, Procedimiento para Entrega de Cargo o Finalización del Contrato de Prestación
de Servicios v1 (P30.GTH).

Atentamente,

JOHN FERNANDO GUZMÁN UPARELA
Director de Gestión Humana    

Anexos:  Cinco (05) folios

Copia : Copia Electrónica Director(a) Regional Cauca (E )
Copia Electrónica Coordinador(a) Grupo Administrativo – Regional Cauca

Revisó: Dora Alicia Quijano Camargo – Coordinadora GRyC.       
Elaboró: Milena Garzón Corredor -GRyC
212/ C.C 1061707065

https://www.icbf.gov.co/apoyo/gestion-del-talento-humano/gestion-humana
https://www.icbf.gov.co/apoyo/gestion-del-talento-humano/gestion-humana
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liberni y Orden 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSP 

DECRETO NÚMEIL 1 47 9 	DE 2017 

'13i1511  
114:31-1w,  

mi  4 SEP 2017 
Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica la planta 

de personal de carácter permanente del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones. 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en 
la Constitución Política y el artículo 115 de la Ley 489 de 1998, 

CONSIDERANDO: 

Que mediante Decreto 3265 de 2002 se estableció la planta de personal del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la Fuente de Lleras", y modificada mediante 
Decretos 1020 de 2003, 1359 de 2006, 1853 de 2007, 423 de 2008, 4482 de 2009, 118 
de 2010, 988 de 2012 y 1928 de 2013. 

Que mediante Decreto 2138 de 2016 se creó la planta temporal en el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar dentro del periodo comprendido entre el 02 de enero de 2017 y el 
31 de diciembre de 2017, con cargo a los siguientes proyectos de ihversión: "Asistencia 
al modelo de intervención social del ICBF a nivel nacional" con código BPIN 
2015011000182, Protección - Acciones para preservar y restituir el ejercicio integral de 
los derechos de la niñez y la familia con código BPIN 1004000480000 y Asistencia a la 
Primera Infancia a Nivel Nacional con código BPIN 1004001210000. 

Que mediante la Ley 1837 de 2017 "por la cual se efectúan unas modificacioneS al 
Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal" se contracreditaron los rubros 
de inversión del ICBF mediante los cuales se financian los proyectos de inversión 
"Asistencia al modelo de intervención social del ICBF a nivel nacional" con código BPIN 
2015011000182, Protección - Acciones para preservar y restituir el ejercicio integral de 
los derechos de la niñez y la familia con código BPIN 1004000480000 y Asistencia a la 
Primera Infancia a Nivel Nacional con código BPIN 1004001210000, los cuales sustentan 
presupuestalmente la planta temporal creada mediante Decreto 2138 de 2016. 

Que con fundamento en el contracrédito antes citado, en la Ley 1837 de 2017 se acreditó 
el rubro de funcionamiento del ICBF; recursos que fueron asignados al rubro de gastos 
de personal, conforme se establece en el Decreto 1238 de 2017, con el propósito de 
ampliar con carácter permanente la planta de personal del Instituto. 

Que, en consecuencia de lo anterior, se encuentra necesario suprimir los empleos de 
carácter temporal creados mediante Decreto 2138 de 2016, y ampliar la planta de 
personal de carácter permanente del Instituto. 



Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

Que el Consejo Directivo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en sesión del 21 
de febrero de 2017 decidió someter a la aprobación del Gobierno Nacional la modificación 
de la planta de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la 
Fuente de Lleras". 

Que el ICBF presentó al Departamento Administrativo de la Función Pública, el 
correspondiente estudio técnico de que trata el artículo 46 de la Ley 909 de 2004 
modificado por el artículo 228 del Decreto- Ley 019 de 2012, y los artículos 2.2.12.1 a 
2.2.12.3 del Decreto 1083 de 2015, para efectos de modificar la planta de personal, 
obteniendo concepto técnico favorable. 

Que, la Dirección General de Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, otorgó viabilidad presupuestal para la modificación de la planta de 
personal del ICBF: 

Que por lo anteriormente expuesto, 

DECRETA: 

ARTÍCULO 1. Suprimir los empleos de carácter temporal creados mediante Decreto 2138 
de 2016, los cuales se encuentran distribuidos así: 

A. Fuente de Financiación: Asistencia a la Primera Infancia a Nivel Nacional 

NUMERO DE CARGOS DENOMINACIÓN 
CARGO 

Código Grado 

115 	Ciento quince Profesional Universitario 2044 7 

B. Fuente de Financiación: Protección - Acciones para preservar y restituir el 
ejercicio integral de los derechos de la niñez y la familia 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACIÓN 
CARGO 

Código Grado 

42 Cuarenta y Dos Profesional Universitario 2044 8 
1 2.565 Dos mil quinientos 

sesenta y cinco 
Profesional Universitario 2044 7 

373 Trescientos 
setenta y tres 

Profesional Universitario 2044 1 

328 Trescientos 
veintiocho 

Defensor de Familia 2125 17 

48 Cuarenta y Ocho Técnico Administrativo 3124 11 

DECRETO No. 	
1 47 9 DE 
	

Hoja No. 2 



Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

C. Fuente de Financiación: Asistencia al Modelo de Intervención Social del ICBF 
a Nivel Nacional 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACIÓN 
CARGO 

Código Grado i 

4 Cuatro Profesional Especializado 2028 24 

1 	12 Doce Profesional Especializado 2028 15 

6 Seis Profesional Especializado 2028 14 

, 7 Siete Profesional Especializado 2028 13 

10 Diez Profesional Universitario 2044 11 
, 

13 Trece Profesional Universitario 2044 9 

7 Siete Profesional Universitario 2044 8 

121 Ciento veintiuno 	, Profesional Universitario 2044 7 

4 Cuatro Técnico Administrativo 3124 18 

Uno Técnico Administrativo 3124 16 

18 Dieciocho Técnico Administrativo 3124 15 

33 Treinta y tres Técnico Administrativo 3124 10 

30 Treinta Auxiliar Administrativo 4044 13 

ARTÍCULO 2. Crear los siguientes empleos en la planta de personal de carácter 
permanente del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la Fuente de 
Lleras". 

PLANTA GLOBAL 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACIÓN DEL EMPLEO Código Grado 

4 Cuatro Profesional Elpecializado 2028 24 

12 Doce Profesional Especializado 2028 15 

6 Seis Profesional Especializado 2028 14 

7 Siete Profesional Especializado 2028 13 

10 Diez Profesional Universitario 2044 11 

13 Trece Profesional Universitario 2044 09 

49 Cuarenta y nueve Profesional Universitario 2044 08 

2.801 
Dos mil ochocientos 

uno Profesional Universitario 2044 07 

373 
Trescientos setenta y 

tres 
Profesional Universitario 

2044 1 

328 Trescientos veintiocho Defensor de Familia 2125 17 

DECRETO No. 	
3UL 1479 DE 
	

Hoja No.3 



DECRETO No. 	 1479 DE 	 Hoja No. 4 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

1 NÚMERO DE CARGOS DENOMINACIÓN DEL EMPLEO Código Grado 

4 Cuatro Técnico Administrativo 3124 18 

1 Uno Técnico Administrativo 3124 16 

18 Dieciocho Técnico Administrativo 3124 15 

48 Cuarenta y ocho Técnico Administrativo 3124 11 

33 Treinta y tres Técnico Administrativo 3124 10 

30 Treinta Auxiliar Administrativo 4044 13 

ARTÍCULO 3. Las funciones propias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia De la Fuente de Lleras" serán cumplidas por la planta de personal que se 
establece a continuación: 

DESPACHO DEL DIRECTOR 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACIÓN CARGO Código Grado 
1 Uno Director General 015 25 

Cuatro Asesor 1020 18 

9 Nueve Asesor 1020 16 

2 Dos Profesional Especializado 2028 24 

3 Tres Profesional Especializado 2028 19 

2 Dos Secretario Ejecutivo 4210 24 

1 Uno Conductor Mecánico 4103 17 

PLANTA GLOBAL 

1  NÚMERO DE CARGOS DENOMINACIÓN CARGO Código Grado 
1 Uno Subdirector General 040 24 
1 Uno Secretario General 037 24 
5 Cinco Director Regional 0042 19 
23 Veintitrés Director Regional 0042 18 

; 5 Cinco Director Regional 0042 9 
5 Cinco Jefe de Oficina 0137 22 
8 Ocho Director Técnico 0100 23 
6 Seis Director Técnico 0100 22 
16 Dieciséis Subdirector Técnico 0150 21 
2 Dos Jefe Oficina Asesora 1045 16 
1 Uno Asesor 1020 16 
1 Uno Asesor 1020 15 
25 Veinticinco Profesional Especializado 2028 24 
28 Veintiocho Profesional Especializado 2028 21 



Continuación del pecreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de L'eras" y se dictan otras disposiciones.". 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACIÓN CARGO Código Grado 
76 Setenta y Seis Profesional Especializado 2028 19 
591 Quinientos 

noventa y uno 
Profesional Especializado 2028 17 

1  1417 Mil 	cuatrocientos 
diecisiete 

Defensor de Familia 2125 17 

' 51 Cincuenta y uno Profesional Especializado 2028 16 
94 Noventa y Cuatro Profesional Especializado 2028 15 
6 Seis Profesional Especializado 2028 14 
138 Ciento 	treinta 	y 

ocho 
Profesional Especializado 2028 13 

208 Doscientos ocho Profesional Universitario 2044 11 
377 Trescientos 

setenta y siete 
Profesional Universitario 2044 9 

628 Seiscientos 
veintiocho 

Profesional Universitario 2044 8 

3028 Tresmil veintiocho Profesional Universitario 2044 7 
373 Trescientos 

setenta y tres 
Profesional Universitario 2044 1 

51 Cincuenta y uno Técnico Administrativo 3124 18 
41 Cuarenta y uno Técnico Administrativo 3124 17 
19 Diecinueve Técnico Administrativo 3124 16 
82 Ochenta y dos Técnico Administrativo 3124 15 
13 Trece Técnico Administrativo 3124 14 
98 Noventa y ocho Técnico Administrativo 3124 13 
145 Ciento cuarenta y 

cinco 
Técnico Administrativo 3124 12 

286 Doscientos 
ochenta y seis 

Técnico Administrativo 3124 11 

95 Noventa y cinco Técnico Administrativo 3124 10 
130 Ciento treinta Secretario 4178 14 
31 Treinta y uno Secretario 4178 12 
6 Seis Secretario Ejecutivo 4210 24 

6 Seis Secretario Ejecutivo 4210 22 
2 Dos Secretario Ejecutivo 4210 20 
42 Cuarenta y dos Secretario Ejecutivo 4210 19 
3 Tres Secretario Ejecutivo 4210 17 

91 Noventa y uno Secretario Ejecutivo 4210 16 
2 Dos Auxiliar Administrativo 4044 23 
2 Dos Auxiliar Administrativo 4044 22 
4 Cuatro Auxiliar Administrativo 4044 18 
54 Cincuenta 	y 

Cuatro 
Auxiliar Administrativo 4044 17 

19 Diecinueve Auxiliar Administrativo 4044 16 

83 Ochenta y tres Auxiliar Administrativo 4044 15 
57 Cincuenta y siete Auxiliar Administrativo 4044 14 

DECRETO No. 	 1479 DE 
	

Hoja No. 5 



Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Ileras" y se dictan otras disposiciones:. 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACIÓN CARGO Código Grado 
88 Ochenta y ocho Auxiliar Administrativo 4044 13 

I 189 Ciento ochenta y 
nueve 

Auxiliar Administrativo 4044 11 

31 Treinta y uno Auxiliar Administrativo 4044 9 
13 Trece Conductor Mecánico 4103 17 
35 Treinta y cinco Conductor Mecánico 4103 15 
9 Nueve Conductor Mecánico 4103 13 
1 Uno Conductor Mecánico 4103 11 

ARTÍCULO 4. El Director General del ICBF, mediante resolución distribuirá los empleos 
de la planta global de que trata el presente decreto y ubicará al personal teniendo en 
cuenta la estructura, los procesos, los planes, los programas y las necesidades de la 
Entidad. 

ARTICULO 5. A los empleados cuyos cargos se suprimen en el presente decreto se les 
garantizarán los derechos y garantías laborales, en los términos previstos en la normativa 
vigente. 

ARTICULO 6. Los empleos que se crean en el presente decreto deberán proveerse 
siguiendo el procedimiento señalado en la Ley 909 de 2004 y en las normas que la 
modifiquen adicionen, sustituyan o reglamenten. 

ARTÍCULO 7. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga el 
Decreto 2138 de 2016, y el Decreto 3265 de 2002 modificado por los Decretos 1020 de 
2003, 1359 de 2006, 1853 de 2007, 423 de 2008, 4482 de 2009, 118 de 2010, 988 de 
2012 y 1928 de 2013 y las demás disposiciones que le sean contrarias. 

PUBLiQUESE Y CÚMPLASE. 
Dado en Bogotá, D.C. a los 

70- 4 SEP 2017 

EL MINISTRO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, 

41 ~t'Uta " 414 
MAURICIO CÁRDENAS SANTAMARÍA 

DECRETO No. 	 1479 DE 	 Hoja No.6 



LILIANA CABALLERO DURAN 

DECRETO No. 
3- 	1479 DE 	 Hoja No. 7 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter perinanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lloras" y se dictan otras disposiciones.". 

LA DIRECTORA DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO 
DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, 

EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO 
PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL, 

NEMESI 	GARZÓN 



















































































































 

 

 



 

 

 

 



  
 



Bogotá, Viernes 11 de Septiembre de 2020 

Señor(a) 
YUDI MARINA MAMIAN GUZMAN
Direción: DIAGONAL 16 # 18B­15 * VERSALLES LA LADERA 
Teléfono: 3127353484 
POPAYAN, CAUCA 

LA UNIDAD PARA LAS VÍCTIMAS hace constar que, una vez consultado el Registro Único de Víctimas (RUV) el día Viernes 11 de Septiembre de 2020, el(la)
señor(a) YUDI MARINA MAMIAN GUZMAN, identificado(a) con cédula de ciudadanía 1061707065,  evidencia el siguiente reporte de estado y hecho(s)
victimizante(s): 

DECLARACION/
RADICADO

ID ESTADO VALORACION HECHO(S) VICTIMIZANTES(S) FECHA HECHO VICTIMIZANTE DEPARTAMENTO MUNICIPIO

406985 406985 (SIPOD) Incluido Desplazamiento Forzado 02/06/2005 cauca (19) la vega (19397)

ADVERTENCIA: La presente constancia se hace por solicitud presencial de la persona registrada,  previa verificación de su identidad, y da cuenta del estado de inscripción en el
Registro Único de Víctimas, los hechos victimizantes por los que fue valorado y el lugar de ocurrencia de da cada hecho, a la fecha de su expedición, este documento tiene un carácter de
personal e intransferible. 

Es preciso indicar que de conformidad con el Artículo 15 de la Constitución, toda la información suministrada por la Víctima y aquella relacionada con la solicitud de Registro es de
carácter RESERVADO, según lo citado en el parágrafo 1° del Artículo 156 de la Ley 1448 de 2011; y de igual manera en el artículo 31 del decreto 4800 de 2011 ­numeral noveno, que señala
como obligaciones de los funcionarios públicos: "Garantizar la confidencialidad, reserva y seguridad de la información y abstenerse de hacer uso  de la información contenida en la
solicitud de registro o del proceso de diligenciamiento para obtener provecho para sí o para terceros". 

De acuerdo con lo anterior y dadas las facultades legales descritas no se emitirán copias de este documento a ninguna otra entidad, ni persona natural o jurídica.

LOS TRÁMITES Y SERVICIOS QUE OFRECE LA UNIDAD PARA LAS VÍCTIMAS

SON GRATUITOS Y 
NO REQUIEREN DE INTERMEDIARIOS

EMILIO HERNÁNDEZ DÍAZ
Director de Registro y Gestión de la Información 

Unidad para las Víctimas

FORMATO ENTREGA DOCUMENTO DE
RESPUESTA

Código: 740,04,15­58

PROCESO SERVICIO AL CIUDADANO Versión: 2

PROCEDIMIENTO CANAL PRESENCIAL
Fecha: 24/09/2019

Paginas

Fecha Viernes 11 de Septiembre de 2020
Nº 2020091114303451Departamento CAUCA

Municipio de entrega: POPAYAN

Nombre y Apellidos: YUDI MARINA MAMIAN
GUZMAN

Cédula de ciudadanía
No:

1061707065 Expedida en:

Dirección: DIAGONAL 16 # 18B­15 *
VERSALLES LA LADERA

Teléfono 3127353484

Respuesta Derecho de
Petición

Acto
Administrativo

El usuario solicita
copia :

Se hace entrega de una copia integra y gratuita del documento de        CONSTANCIA DE ACREDITACIÓN     , en
______________folios útiles.
La víctima manifiesta que recibe a entera satisfacción el documento antes mencionado.

al mismo con el radicado número     2020091114303451    del      11/09/2020 14:30     (dd / mm / aaaa)

Persona Atendida Atendido por:

Se informa que el acceso a los beneficios para población víctima, se realiza de manera directa en los
Puntos de Atención o Centros Regionales y el Servicio es gratuito.

Fecha: 11/9/2020 Id Generado: 2020091114303451 Usuario: 77540
Pagina: 1 of 2  





 

 

 

 



EL SUSCRITO JEFE DE SUBSIDIO FAMILIAR (E)
DE LA CAJA DE COMPENSACION FAMILIAR DEL CAUCA

"COMFACAUCA"

HACE CONSTAR

Que el(la) señor(a) YUDI MARINA MAMIAN GUZMAN identificado(a) con
CEDULA CIUDADANIA No. 1061707065, se encuentra afiliado(a) en la Caja de
Compensación Familiar del Cauca "COMFACAUCA" por la empresa INSTITUTO
COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR Nit 899999239 desde el 01 de
Noviembre de 2013 con categoria "A" al día de hoy y tiene como personas a
cargo a: 

DOCUMENTO NUMERO NOMBRE PARENTESCO

TARJETA IDENTIDAD 1059239368 CESAR MANUEL ORTEGA MAMIAN Hijo

La presente certificación se tramita a solicitud del interesado(a) y esta sujeto a verificación por
parte de la Caja y/o de la entidad que la solicita para la validación de categoría, aportes
cancelados y documentos presentados por este trabajador(a) para el reconocimiento del subsidio
monetario y/o servicios.

Popayán, Agosto 28 de 2020.

LUIS ALFREDO HERRERA.



Línea gratuita nacional ICBF 
01 8000 91 8080 

Calle 6 con Cra. 26 Esquina 
Teléfono: 8313100 

Regional Cauca 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                     

 

                                                 
 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
Cecilia De la Fuente de Lleras  
Regional Cauca 
Grupo Administrativa 
 

 
19-40400 

 
Popayán, septiembre 10 de 2020 
 
 
LA COORDINADORA DEL GRUPO ADMINISTRATIVO DEL INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR - REGIONAL CAUCA 
 

HACE CONSTAR 
 

Que revisada la historia laboral de YUDI MARINA MAMIAN GUZMAN, identificada con cédula 
de ciudadanía No. 1.061.707.065, expedida en Popayán, se constató que laboró en esta 
Entidad desde octubre 19 de 2009 hasta agosto 31 de 2020. 
 
Que durante este periodo se desempeño en los siguientes cargos y dependencias del ICBF 
Regional Cauca. 
 

 
 
Que las funciones de secretaria, código 4178 grado 10, son las siguientes: 
 
 

 

 
 
 
 



Línea gratuita nacional ICBF 
01 8000 91 8080 

Calle 6 con Cra. 26 Esquina 
Teléfono: 8313100 
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Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
Cecilia De la Fuente de Lleras  
Regional Cauca 
Grupo Administrativa 
 

 
 
 
 

 

 
 
 
Cargo:        Auxiliar Administrativo, código 4044, grado 11 
Periodo:        noviembre 01 de 2013 hasta diciembre 18 de 2013  
Dependencia:       Grupo Jurídico 
 
 
Cargo:        Auxiliar Administrativo, código 4044, grado 11 
Periodo:        diciembre 19 de 2013 hasta julio 31 de 2019 
Dependencia:       Grupo Financiero 
 
 
Cargo:        Auxiliar Administrativo, código 4044, grado 11 
Periodo:        agosto 01 de 2019 hasta noviembre 30 de 2019 
Dependencia:       Centro Zonal Popayán 
 
 
Cargo:        Auxiliar Administrativo, código 4044, grado 11 
Periodo:        diciembre 01 de 2019 hasta agosto 31 de 2020 
Dependencia:       Centro Zonal Centro 
 
 
 
 
 
 
 
 



Línea gratuita nacional ICBF 
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Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
Cecilia De la Fuente de Lleras  
Regional Cauca 
Grupo Administrativa 
 

 
 

Que según Resolución No. 1818 de marzo 13 de 2019, las funciones de auxiliar administrativo, 
código 4044, Grado 11, son las siguientes: 
 
 

1. Suministrar la información que le sea solicitada.  
2. Apoyar el procesamiento de la información relacionada con la gestión de la 

dependencia, teniendo en cuenta parámetros establecidos  
3. Realizar el trámite y archivo de la correspondencia y documentos de la dependencia, de 

acuerdo con las indicaciones establecidas.  
4. Efectuar diligencias externas cuando así se requiera.  
5. Desarrollar las actividades asistenciales propias del área, que le sean asignadas, de 

acuerdo con requerimientos establecidos y según procedimientos.  
6. Realizar labores propias de los servicios generales que demande la institución, cuando 

se requiera.  
7. Las demás funciones que sean asignadas por la autoridad competente y que tengan 

relación directa con la naturaleza del cargo y el área de desempeño.  
 
Que el horario laboral desempeñado en el ICBF Regional Cauca fue de lunes a viernes de 8:00 
a.m. a 12:00 m. y de 2:00 p.m. a 6:00 p.m. 
 
 

Que la dirección del ICBF Regional Cauca es Carrera 26 Calle 6 esquina en Popayán – Cauca y 
el número de teléfono es 8313100. 
 
 

Se expide a solicitud de la interesada. 
 
 
 
 
LUZCELY TORO PABÓN 
Coordinadora Grupo Administrativo 
 
 
Proyectó y Elaboró: Mercedes Realpe M. 
Revisó: Luzcely Toro P.       
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